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INTRODUCCIÓN 
 
 
El presente trabajo pretende estudiar el desarrollo que ha tenido el derecho colectivo a 
la moralidad administrativa y su protección a través de las acciones populares. 
Particularmente, en lo referente a su definición y contenido, teniendo en consideración 
la jurisprudencia proferida por la Corte Constitucional desde 1994 y el Consejo de 
Estado a partir del año 2001.  
 
De lo anterior se derivan como propósitos específicos la realización de una 
aproximación a la noción de moralidad administrativa desde la óptica jurisprudencial; 
explorar la aplicabilidad que ha tenido la moralidad administrativa como derecho en 
Colombia; analizar algunos fallos judiciales en los que se ha protegido la moralidad 
administrativa como derecho colectivo y, evaluar los factores de éxito y principales 
obstáculos para la aplicación de la moralidad administrativa como derecho tutelable de 
maneta autónoma en el ordenamiento jurídico colombiano.  
 
En este sentido, la investigación se divide en cuatro capítulos que buscan abarcar cada 
uno de los objetivos específicos descritos. El primer capítulo abordará la noción de 
moralidad administrativa desde los antecedentes constitucionales y legales hasta los 
pronunciamientos jurisprudenciales del Consejo de Estado y la Corte Constitucional. En 
el segundo, se esbozarán los principales elementos constitutivos de la moralidad 
administrativa como derecho colectivo. El tercero presentará dos casos paradigmáticos 
donde se amparó el derecho, y por último, en el cuarto capítulo se presentaran las 
conclusiones y propuestas para el desarrollo futuro del derecho colectivo a la 
moralidad administrativa.  
 
Resulta pertinente aclarar que aunque la moralidad administrativa puede ser entendida 
en el ordenamiento jurídico colombiano como principio de la función pública o como 
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derecho colectivo, en el presente ejercicio académico se abordará exclusivamente 
desde esta última perspectiva. Lo anterior no excluye la realización de algunas 
referencias al principio de la moral administrativa, necesarias en la medida en que la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado ha acudido a esta 
figura jurídica como punto de referencia para el desarrollo del derecho colectivo a la 
moralidad administrativa.  
 
Con este análisis de contenido lo que se pretende es demostrar que hasta hoy, el 
alcance de la moralidad administrativa ha sido limitado en la medida en que como 
derecho colectivo, no cuenta con una definición clara de carácter legal o 
jurisprudencial, circunstancia que ha impedido su protección de manera autónoma.                                       
Sin embargo, el desarrollo de este derecho, y la posibilidad de su protección individual 
dentro de la órbita de las acciones populares, puede potencializar su efectividad y 
convertirlo en un instrumento eficaz en la promoción de la participación ciudadana en 
los asuntos públicos y la lucha contra la corrupción.  
  
Esta afirmación resulta oportuna teniendo en cuenta que el Consejo de Estado, en 
varios de sus fallos ha expresado respecto de las acciones populares que “en 
concordancia con la filosofía garantista inspiradora de éste tipo de acciones, se 
constituyen en una herramienta determinante para la protección de los derechos e 
intereses colectivos bien sea de modo preventivo para evitar el daño contingente, para 
hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio, o, restituir las cosas a su 
estado anterior cuando ello fuere posible”1. De este modo, en razón al tipo de derechos 
que buscan amparar las acciones populares y su vinculación con el desarrollo del 
bienestar de la población, se relacionan de forma directa con los mecanismos de 
                                                      
1
 CONSEJO DE ESTADO. Sección tercera. Sentencia del 16 de febrero de 2006. Consejero Ponente (C.P.) 
SAAVEDRA BECERRA, Ramiro. 
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participación, pues su ejercicio implica la intervención de los ciudadanos en la solución 
de problemáticas comunes que van más allá de los intereses individuales.  
 
Teniendo en cuenta que una de las estructuras fundantes del Estado colombiano es la 
participación activa de sus ciudadanos a través de los diferentes mecanismos 
consagrados por la constitución y la ley, en este proceso resulta fundamental la 
comunicación y difusión de estos mecanismos, pues sólo en la medida en que la 
población conozca las herramientas con que cuenta y los alcances de su papel en la 
vida pública, la democracia colombiana logrará la armonía entre representación y 
participación.  
 
Al analizar detalladamente la intención de la Carta Política de 1991, es evidente que su 
sentido garantista contempló mecanismos de protección de los derechos allí 
contenidos para que fueran ejercidos por los propios ciudadanos. Sin embargo, algunos 
de estos no han tenido la difusión suficiente o sólo hasta ahora comienza a explorarse 
su importancia como herramienta efectiva para la protección de los derechos 
constitucionales.  
 
En tal sentido, desarrollar investigaciones que profundicen el estudio de las acciones 
populares y, específicamente, de uno de los derechos que puede ser amparado bajo 
esta figura, como es la moralidad administrativa, resulta un ejercicio no sólo útil en 
términos académicos sino también para la aplicación práctica del derecho. De igual 
manera, resulta pertinente realizar un análisis sobre este derecho, considerando que si 
bien ostenta un rango constitucional, hasta el momento no ha logrado tener el 
suficiente desarrollo, de manera que los casos en que ha sido invocada su protección, 
esta se ha hecho en conexidad con otros derechos que cuentan con un contenido 
definido.  
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En relación con el punto anterior, es necesario aclarar que avanzar hacia una definición 
de la moralidad administrativa como derecho colectivo a través del análisis de la forma 
en que las instancias judiciales han venido desarrollando y protegiendo este derecho, 
puede abrir nuevos espacios para la solución de problemas relevantes para el país, 
como la corrupción. Tradicionalmente Colombia ha presentado un alto nivel de 
corrupción en el sector público (aunque no debe desestimarse el notable crecimiento 
de este fenómeno en la esfera privada), tal como lo evidencia el índice de Percepción 
de Corrupción desarrollado por Transparencia Internacional, que en el reporte 2009 
ubica al país en el puesto 70 entre 180 países con un puntaje de 3.8.  
 
De esta forma, las acciones populares encaminadas a la protección de la moralidad 
administrativa tienen el potencial de convertirse en una herramienta efectiva de lucha 
contra la corrupción, que puede ser utilizada de manera directa por los ciudadanos 
como medio de control social lograrlo de esta forma involucrarlos en el mejoramiento 
del ejercicio público. Sin embargo, para que lo anterior sea posible es necesaria la 
realización de análisis académicos y estudios técnicos sobre el tema, de manera que la 
población colombiana pueda contar con mejor información al respecto y conocer con 
mayor profundidad las herramientas existente, de tal forma que se incremente el uso 
de las mismas.  
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1. APROXIMACIÓN A LA NOCIÓN DE MORALIDAD ADMINISTRATIVA 
 
 
1.1 LAS ACCIONES POPULARES EN COLOMBIA 
La Constitución Política de Colombia de 1991 introdujo cambios fundamentales en el 
sistema político, normativo y administrativo del país, a partir de la incorporación de un 
modelo de Estado Social de Derecho bajo un esquema democrático representativo y 
participativo. Como principales novedades del texto constitucional se destaca el 
establecimiento de una carta de derechos esenciales para el desarrollo individual y de la 
sociedad en su conjunto, acompañada de mecanismos para su protección. Es así como 
para salvaguardar los derechos fundamentales se diseñó la acción de tutela y para 
proteger los derechos colectivos la acción popular. A su vez, fueron integradas al texto 
constitucional las acciones de constitucionalidad y de cumplimiento como mecanismos 
al alcance de los ciudadanos para garantizar la prevalencia del régimen constitucional, 
la aplicación de la ley y la armonización del sistema normativo colombiano.  
 
Las acciones populares tienen su origen en el derecho romano, son conocidas como el 
medio procesal por excelencia para la protección de los derechos e intereses 
colectivos. Es una figura jurídica que se ha desarrollado en países como Estados Unidos, 
Inglaterra y Alemania. En Colombia fue implementada inicialmente en el Código Civil en 
los artículos 1005 y 2359, como un mecanismo de protección de los bienes de uso 
público y el daño contingente. Subsiguientemente, otras normas contemplaron esta 
figura como son la Ley 9 de 1989, para la protección del espacio público y el medio 
ambiente; el Decreto 2303 de 1989, relativo a la defensa del medio ambiente agrario 
(ambas normas sustentadas en los artículos 1 y 7 del Código Nacional de Recursos 
Naturales, Decreto 2811 de 1974), y el Decreto 3466 de 1982, para amparar los derechos 
del consumidor. 
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En la Constitución Política de 1991, la acción popular se consagró en el artículo 88 como 
un mecanismo para la “protección de los derechos e intereses colectivos relacionados 
con el patrimonio, el espacio, la seguridad y la salubridad pública, la moral 
administrativa, el ambiente, la libre competencia económica y otros de similar 
naturaleza”2. Posteriormente la Ley 472 de 1998 desarrolló el artículo 88 de la 
Constitución en relación con el marco regulatorio y procedimental para la aplicación de 
las acciones populares y de grupo, y a partir de allí, tanto la jurisprudencia proferida por 
las altas cortes, en especial por el Consejo de Estado y la Corte Constitucional, como 
reconocidos doctrinantes, han ido ahondando en los aspectos constitutivos de las 
acciones populares. 
 
En este sentido, la doctrina ha desarrollado una serie de características3 propias de 
estas acciones, a saber: en primer lugar, están dirigidas a la protección exclusiva de los 
derechos colectivos consagrados en la Constitución Política, la ley que la reglamenta y 
los tratados y acuerdos internacionales celebrados por Colombia. No obstante, es 
necesario resaltar que si bien estas normas hacen una enunciación de los derechos 
colectivos, los mismos no son de carácter taxativo, lo que abre la posibilidad para que 
por vía jurisprudencial o doctrinal puedan ser contemplados nuevos derechos de este 
tipo.  
 
En segundo lugar, se trata de acciones de carácter público que se enmarcan en un 
sistema democrático participativo y que facultan a cualquier persona natural o jurídica, 
para ejercerlas sin necesidad de apoderado judicial. En relación con lo anterior, la Ley 
472, en aras de procurar sistemas de control social más efectivos, también faculta para 
                                                      
2
 CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA. Artículo 88. 
3 GONZÁLEZ REY, Sergio. La acción popular: mecanismo judicial para la protección de la moralidad 
administrativa en el derecho colombiano. En: Derecho Administrativo. Memoria del Congreso 
Internacional de Culturas y Sistemas Jurídicos Comparados. México: Universidad Autónoma de México, 
primera edición. 2005. p. 344-365. 
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su ejercicio a las organizaciones no gubernamentales; las entidades públicas que 
cumplen funciones de control, intervención o vigilancia; el procurador general de la 
nación; el defensor del pueblo y los personeros distritales y municipales; los alcaldes, y 
demás servidores públicos. En tercer lugar, se menciona la esencia colectiva de las 
acciones populares que su ejercicio “supone la protección de un derecho colectivo, es 
decir, de un interés que se encuentra en cabeza de un grupo de individuos, lo que 
excluye motivaciones meramente subjetivas o particulares. No obstante, supone la 
posibilidad de que cualquier persona perteneciente a esa comunidad, pueda acudir 
ante el juez para defender a la colectividad afectada, con lo cual se obtiene de manera 
simultánea, la protección de su propio interés”4.  
 
En cuarto lugar, se encuentra su función como acción principal y autónoma, por lo que 
no es necesario agotar otros medios de defensa judicial disponibles de forma previa a 
su interposición. En quinto lugar, es preciso mencionar su carácter preventivo y de 
reparación en la medida en que puede ser utilizada para evitar el daño contingente, 
hacer cesar la amenaza y restituir las cosas a su estado anterior, cuando ello fuere 
posible. En sexto y último lugar, es de advertir que la acción popular debe ser 
impulsada de oficio por parte del juez, aunque lo ideal es que el actor tenga una 
participación activa dentro del proceso. 
 
Por su parte, la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado, al decidir un 
recurso de apelación interpuesto contra un auto que rechazó una acción popular, el 
cual fue expedido por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, esbozó los 
elementos indispensables para la procedencia de este tipo de acciones en los 
siguientes términos: 
  
a) “La finalidad es la protección de los derechos e intereses de naturaleza colectiva. 
                                                      
4
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-459 del 11 de mayo de 2004. Magistrado Ponente (M.P.) ARAÚJO 
RENTERÍA, Jaime. Referencia: D-4910.  
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b) Procede contra toda acción u omisión de las autoridades públicas o de los 
particulares que hayan violado o amenacen violar ese tipo de derechos o intereses. 
c) Se ejerce para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la 
vulneración, o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a 
su estado anterior, cuando fuere posible. 
d) Los derechos e intereses colectivos susceptibles de esta acción son todos aquellos 
definidos como tales en la Constitución Nacional, las leyes ordinarias y los tratados de 
derecho internacional celebrados por Colombia, como es el caso de los mencionados 
en el artículo 4 de la ley 472 de 1998. 
 
e) La titularidad para su ejercicio, como su nombre lo indica está dada por su 
naturaleza popular, por lo tanto puede ser ejercida por cualquier persona, natural o 
jurídica, pública o privada, o también por las autoridades, organismos y entidades 
señalados en el artículo 12 de la ley 472 de 1998”.
5
 
 
Así pues, las acciones populares tienen como objetivo fundamental proteger los 
derechos colectivos, que la Corte Constitucional ha definido como “un interés que se 
encuentra en cabeza de un grupo de individuos, lo que excluye motivaciones 
meramente subjetivas o particulares."6  
 
 
1.2 ANTECEDENTES CONSTITUCIONALES Y LEGALES DE LA MORALIDAD 
ADMINISTRATIVA 
La moralidad administrativa fue contemplada en el texto constitucional desde dos 
dimensiones: como principio de la función administrativa y como un derecho colectivo 
susceptible de ser amparado a través de las acciones populares7. Su dimensión como 
derecho colectivo tuvo origen en los debates de la Asamblea Nacional Constituyente, 
que en este tema estuvo a cargo de la Comisión Quinta Constitucional, que a su vez 
                                                      
5 CONSEJO DE ESTADO. Sección tercera. Sentencia del 11 de diciembre de 2003. C.P. VILLAMIZAR 
RODRÍGUEZ, Germán. Radicación: 25000232500020030133101.  
6 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-215 del 14 de abril de 1999. M.P. (e) SÁCHICA MÉNDEZ, Martha 
Victoria. Referencia: D-2176, D- 2184 y D-2196 (acumulados). 
7
 En la presente monografía se abordará exclusivamente la moralidad administrativa desde la perspectiva 
del derecho colectivo.  
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estudió la inclusión de los asuntos económicos, sociales y ecológicos, y que sustentó la 
necesidad de esta nueva categoría de derechos de la siguiente manera:  
“Ni la Constitución de 1886 ni ninguna de las reformas realizadas hasta el presente han 
reconocido en forma explícita los derechos colectivos. Por tanto, su existencia se 
infiere indirectamente de la norma que menciona los deberes sociales del Estado (art. 
16). En efecto, puesto que cada deber se encuentra asociado de manera indisoluble a 
un derecho, el reconocimiento de deberes sociales del Estado implica, 
necesariamente, el de los derechos sociales o colectivos… Sin embargo, la dimensión 
e importancia de los derechos colectivos se evidencia cuando se vulneran o se 
desconocen los intereses que ellos encarnan, ya que, en tales circunstancias, se 
produce un agravio o daño colectivo.
8
”  
 
Durante las primeras discusiones que se plantearon acerca de los derechos colectivos 
que debía contener la norma constitucional, fueron propuestos los derechos al medio 
ambiente sano; el espacio público; la seguridad, la salubridad y la eliminación del daño 
contingente; a la utilización de bienes de uso público, y a la competencia económica9. 
Posteriormente, fueron aprobados en primer debate nuevos derechos como los 
relativos al patrimonio público y la moralidad administrativa, y eliminado el que versaba 
sobre el daño contingente10.  
 
Cabe resaltar que durante los debates acerca de los derechos colectivos, la Comisión 
Quinta expuso de manera reiterada la necesidad de mantener una lista meramente 
enunciativa y no taxativa de los mismos dentro de la Carta Política, puesto que por el 
mismo carácter de estos, se debía mantener una fórmula abierta que permitiera el 
desarrollo de nuevos derechos por vía jurisprudencial o legal. Teniendo en cuenta esta 
precisión, la Asamblea Nacional Constituyente aprobó el artículo 88 de la Constitución 
Política de la siguiente manera:  
“La ley regulará las acciones populares para la protección de los derechos e intereses 
colectivos, relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad y la salubridad 
públicos, la moral administrativa, el ambiente, la libre competencia económica y otros 
de similar naturaleza que se definen en ella.  
                                                      
8 GACETA CONSTITUCIONAL No. 46. Lunes 15 de abril de 1991. 
9
 GACETA CONSTITUCIONAL No. 46. Pág. 24. Lunes 15 de abril de 1991.  
10 GACETA CONSTITUCIONAL No. 109. Jueves 27 de junio de 1991. 
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También regulará las acciones originadas en los daños ocasionados a un número plural 
de personas, sin perjuicio de las correspondientes acciones particulares.  
 
Así mismo, definirá los casos de responsabilidad civil objetiva por el daño inferido a los 
derechos e intereses colectivos”.  
 
De manera específica la moralidad administrativa, inicialmente denominada moralidad 
de las autoridades públicas, fue incluida como derecho colectivo en el mismo momento 
que el patrimonio público, sin embargo, no existe una evidencia clara acerca de la 
argumentación que llevó a que la moralidad administrativa fuera contemplada como 
derecho colectivo autónomo, ni de una definición o identificación de elementos 
constitutivos diferentes a los relacionados con el patrimonio público.  
 
Una vez en vigencia la nueva constitución, fueron presentados varios proyectos de ley 
que buscaban reglamentar el artículo 88 de la Carta Política sin que lograran terminar 
exitosamente el trámite legislativo. Fue hasta 1995 que el proyecto presentado por la 
representante a la Cámara Vivian Morales, logró la mayoría necesaria para aprobar la 
Ley 472 de 1998, vigente hasta la fecha.  
 
El proyecto de ley presentado a discusión del Congreso de la República, contemplaba 
en el artículo cuarto una definición expresa de moralidad administrativa como derecho 
colectivo, a partir de la cual era entendido como “el derecho que tiene la comunidad a 
que el patrimonio público sea manejado por los funcionarios de conformidad con los 
principios y criterios señalados por la constitución y las leyes”11.  
 
De esta definición se derivan dos características importantes, la primera de ellas es que 
nuevamente se define la moralidad administrativa a partir del patrimonio público, a 
pesar de que en el texto del proyecto de ley este se enuncia como otro derecho 
colectivo autónomo, y la segunda característica es que limita a la moralidad 
administrativa a los funcionarios públicos de manera exclusiva. Esta definición fue 
                                                      
11 GACETA CONGRESO 253 de 1996.  
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preservada dentro del articulado del proyecto hasta el último debate en plenaria del 
Senado, donde en la ponencia presentada por el senador Héctor Elí Rojas se propuso 
eliminar la definición, acogiendo la propuesta presentada por Fundación para la 
Defensa del Interés Público (Fundepúblico). De esta manera el texto final aprobado de 
la Ley 472 no incluyó la definición de moralidad administrativa, dejando abierta su 
definición a otro mecanismo legal o a través de los pronunciamientos judiciales de las 
altas cortes, específicamente de la Corte Constitucional y el Consejo de Estado.  
 
  
1.3 DESARROLLO JURISPRUDENCIAL DE LA MORALIDAD ADMINISTRATIVA 
El desarrollo jurisprudencial sobre el concepto y alcance de la moralidad administrativa 
como derecho colectivo ha estado a cargo de la Corte Constitucional y el Consejo de 
Estado. En el caso del órgano de cierre de la jurisdicción constitucional, los fallos 
relevantes sobre el tema se emitieron desde 1994 en adelante. Por su parte, los 
principales pronunciamientos del máximo tribunal de lo contencioso administrativo 
relativos a esta materia se producen entre los años 2000 a 2005, teniendo como base 
los avances de la Corte Constitucional sobre el tema. A continuación se presentan los 
fallos más importantes en cada una de estas jurisdicciones.    
 
1.3.1 Pronunciamientos de la Corte Constitucional. La Corte Constitucional ha hecho 
algunas aproximaciones a la noción de moralidad administrativa, uno de estos fallos es 
la Sentencia de Constitucionalidad 046 de 1994, que resolvió la demanda contra el 
artículo 17 de la Ley 42 de 1993, sobre la organización del sistema de control fiscal 
financiero, donde la Corte afirmó que respecto de la gestión fiscal a cargo de los 
funcionarios del erario, la moralidad, conforme al sentido constitucional “no se 
circunscribe al fuero interno de los servidores públicos sino que abarca toda la gama 
del comportamiento que la sociedad en un momento dado espera de quienes manejan 
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los recursos de la comunidad y que no puede ser otro que el de absoluta pulcritud y 
honestidad”12.  
 
Otra de las sentencias en la que la Corte desarrolla el tema es la Sentencia C-088 de 
2000 que resolvió una demanda de inconstitucionalidad parcial contra los artículos 51 y 
40 de la Ley 472 de 1998, donde se atacaba la disposición que establece que cuando se 
presenten sobrecostos o irregularidades propias de la contratación, deberán responder 
solidaria y patrimonialmente, junto con los funcionarios responsables de las 
irregularidades, tanto el representante legal de la entidad contratante como el 
contratista, hasta el momento en que se recupere el detrimento patrimonial causado.  
 
En este caso, la Corte en el análisis de la norma demandada hace relevantes 
consideraciones alrededor de la moralidad administrativa como derecho colectivo, 
haciendo referencia en un primer momento al principio de buena fe y la imposibilidad 
de que éste sea entendido como una limitante para la protección eficaz de los intereses 
públicos y los derechos colectivos a la moralidad administrativa y a la integridad del 
patrimonio público. Por el contrario, argumenta que la protección del interés general y 
del bien común a través de estos dos derechos colectivos implica condicionamientos, 
constitucionalmente aceptables, al principio de buena fe.  
 
A partir de este argumento la Corte reitera la prevalencia para la contratación estatal 
del interés general, dentro de un “orden justo” y bajo la aplicación de los principios del 
Estado Social de Derecho, donde se compromete tanto el patrimonio como los 
recursos públicos, los cuales deben ser protegidos por las autoridades públicas a través 
de mecanismos idóneos que el legislador debe desarrollar para hacer efectiva la 
responsabilidad patrimonial, originada en irregularidades que quebrantan la moralidad 
                                                      
12 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-046 del 10 de febrero de 1994. M.P. CIFUENTES MUÑOZ, 
Eduardo. Referencia: D-343. 
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administrativa y generan perjuicios patrimoniales a causa de la corrupción 
administrativa.  
 
De esta manera, respecto de este fallo puede concluirse que si bien el órgano de cierre 
de la jurisdicción constitucional no esgrime una definición expresa, en su 
argumentación se vislumbran unos elementos relevantes acerca de la noción de 
moralidad administrativa sobre la que es desarrollada su argumentación. En primer 
lugar, la moralidad se vincula con el principio de buena fe, donde en aras de la 
prevalencia del interés general y colectivo, dicho principio es limitado sin que ello 
implique un abuso del mandato constitucional. Y en segundo lugar, evidencia la 
relación que se mantiene entre moralidad administrativa y patrimonio público en tanto 
en esta sentencia la defensa del interés colectivo se entiende como el “representado 
en los recursos del patrimonio público”, que a su vez, se vincula directamente con los 
fenómenos de corrupción administrativa originados principalmente en relaciones de 
contratación estatal.  
 
A su vez, la Sentencia C-988 de 2006, que resuelve la constitucionalidad del numeral 10 
del artículo 324 del Código de Procedimiento Penal, hace una breve reseña de la noción 
de la moralidad administrativa cuando resuelve la demanda interpuesta contra el 
enunciado normativo referente a los casos en que la afectación a los bienes jurídicos de 
la administración pública y la recta administración de justicia, sean en términos 
funcionales, poco significativos o la acción haya sido sancionada disciplinariamente. El 
accionante soporta su pretensión en el desconocimiento del principio de moralidad en 
la categorización de la situación arriba descrita como falta o lesión leve. Hecho que en 
su opinión no es posible a la luz de la moralidad como principio de la función estatal. 
 
En las consideraciones del caso, la Corte hace referencia a la moralidad recordando que 
la función administrativa está dirigida a la realización de los intereses generales y fines 
del Estado a partir de principios como la moralidad, hecho que impone a la autoridades 
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administrativas una “gestión objetiva” que les permita ser una herramienta eficaz para 
el cumplimiento de los fines del Estado. Acto seguido el alto tribunal se refiere a la 
extensión de la moralidad como principio de toda la actividad estatal en virtud de los 
artículos 1 y 2 de la Constitución Política, lo que significa que la moralidad es inherente a 
la actuación de los servidores públicos y de los particulares que cumplen funciones 
públicas.  
 
Respecto a lo anterior, la Corte señala que la Carta Política introdujo diversos 
instrumentos dirigidos a la protección de la moralidad que garantizan el cumplimiento 
transparente e imparcial de las funciones públicas, instrumentos que establecen 
directamente un régimen de inhabilidades, incompatibilidades y prohibiciones para los 
funcionarios y servidores públicos, así como acciones y recursos para exigir el 
cumplimiento de las funciones públicas, como es el caso de la acción de repetición y de 
las acciones populares, que expresamente se refiere a la defensa de la moralidad 
administrativa. 
 
De este pronunciamiento se rescatan algunos elementos que permiten dilucidar la 
noción de moralidad sobre la que se soporta la decisión de la Corte. Respecto a este 
punto cabe anotar que la moralidad es vista como un principio de rango constitucional 
que abarca el desarrollo del que hacer público y que determina una conducta específica 
de quien desempeña funciones públicas, conducta que es limitada por una serie de 
parámetros de carácter legal y que de no ser realizada puede ser cuestionada a través 
de instrumentos normativos de rango constitucional.  
 
Finalmente, respecto a las limitantes a la conducta de los servidores públicos y de los 
particulares que administran o ejecutan recursos públicos, la Sentencia C-353 de 2009 
se refiere a la necesidad de que las relaciones entre los órganos del Estado y sus 
funcionarios, se rijan por normas especiales que no solo permitan el desarrollo de las 
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actuaciones públicas sino que a su vez protejan la “moralidad administrativa, la 
transparencia de la función administrativa, el buen nombre de la administración y 
garanticen la idoneidad, probidad, imparcialidad y eficacia de las actividades estatales, 
y prevea hechos y circunstancias que impiden a determinadas personas celebrar 
contratos con el Estado”. A partir de esta enunciación, la Corte apoya la existencia de 
un régimen de inhabilidades para contratar con el Estado, que opera como un “sistema 
de valores, principios y normas en aras de proteger la moralidad administrativa” y 
como un mecanismo determinante para asegurar una serie de calidades, como lo es la 
moralidad, en aquellos que aspiran a ejercer una función pública, de manera que se 
asegure en el mayor grado el cumplimiento de los intereses generales del Estado. 
 
 1.3.2 Pronunciamientos del Consejo de Estado. Paralelamente a los aportes de la Corte 
Constitucional al desarrollo conceptual de la moralidad administrativa como derecho 
colectivo, el Consejo de Estado comienza a estructurar una línea jurisprudencial sobre el 
tema, donde adquieren gran importancia los fallos proferidos desde 2000. En mayo de 
este año al evaluar la posible vulneración del derecho colectivo a la moralidad 
administrativa por parte de una entidad pública, que decidió formular pliego de cargos 
en contra de una institución universitaria por haber desarrollado el programa de derecho 
sin la obtención de forma previa el respectivo registro, la sección primera del Consejo de 
Estado acogió el siguiente concepto doctrinal de moralidad administrativa: “El 
desenvolvimiento del servidor público dentro de auténticos propósitos de servicio 
público, con toda honestidad y desinterés y con absoluto respeto a las normas sobre 
obligaciones, incompatibilidades y prohibiciones”13. 
 
                                                      
13 YOUNES, Moreno Diego. Curso Elemental de Derecho Administrativo. Bogotá: Ediciones Gustavo 
Ibáñez. Cuarta edición. p. 32. En: CONSEJO DE ESTADO. Sección primera. Sentencia del 8 de mayo de 
2000. C.P. MENDOZA MARTELO, Gabriel Eduardo. Radicación: AP-024.  
19 
 
La mencionada definición es citada por el Consejo de Estado con el fin de iniciar el 
proceso de aplicación del derecho colectivo a la moralidad administrativa y responde 
además, a la manifestación realizada por este alto tribunal en providencia anterior14 en 
la que se señala que la elevación a canon constitucional del derecho colectivo a la 
moralidad administrativa responde al anhelo de lograr la eficacia de la función pública; 
lo que no obsta para que al incoar el mencionado derecho por vía de acción popular, el 
actor puede basar su pretensión en apreciaciones subjetivas. De esta forma la 
jurisprudencia del Consejo de Estado se encamina a relacionar de manera directa el 
concepto de moralidad administrativa con la vulneración del principio de legalidad.  
 
No obstante, la ampliación de la jurisprudencia sobre este asunto tuvo lugar en el 2001, 
en atención a que en ese año el Consejo de Estado empieza a emitir un gran volumen 
de fallos de acciones populares y profundiza en el concepto de moralidad 
administrativa y sus elementos constitutivos. En febrero de ese año, la Sección Cuarta 
del Consejo de Estado avanzó en la delimitación del concepto de moralidad 
administrativa, teniendo como referencia la definición de moral establecida 
previamente por la Corte Constitucional15. En ese momento, la moralidad administrativa 
fue definida por el máximo órgano contencioso administrativo de la siguiente forma:  
“Conjunto de principios, virtudes y valores fundamentales aceptados por la 
generalidad de los individuos, que deben informar permanentemente las actuaciones 
del Estado, a través de sus organismos y agentes con el fin de lograr la convivencia de 
sus miembros, libre, digna y respetuosa, así como la realización de sus asociados tanto 
en el plano individual como en su ser o dimensión social”16.  
                                                      
14 CONSEJO DE ESTADO. Sección segunda. Sentencia del 17 de febrero de 2000. C.P. ORJUELA 
GONGORA, Carlos Arturo. Radicación: AP-013. 
15 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-503 del 4 de noviembre de 1994. M.P. NARANJO MESA, 
Vladimiro. Referencia: T-40427. La sentencia señala al respecto que “la moral como objeto jurídico 
protegido, consiste en aquellos principios, valores y virtudes fundamentales, aceptados por la 
generalidad de los individuos que constituyen el soporte de una convivencia libre, digna y respetuosa”. 
16 CONSEJO DE ESTADO. Sección cuarta. Sentencia del 9 de febrero de 2001. C.P. GÓMEZ LEYVA, Delio. 
Radicación: AP-054.  
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Llama la atención que el concepto señalado hace especial referencia a la 
responsabilidad del agente estatal en relación con su gestión, la cual debe ir 
encaminada al logro del pleno desarrollo de los miembros de la sociedad, y sobre el 
particular, la providencia enfatiza en que la existencia del deber ciudadano de 
contribuir al financiamiento del Estado otorga el derecho correlativo a exigir 
transparencia en el manejo de los recursos públicos. 
 
En el mismo año se destaca el fallo AP-17017, que a partir de su expedición se convirtió 
en referente jurisprudencial por dos razones fundamentales: la referencia específica a 
la relación entre corrupción y moralidad administrativa, y la calificación del derecho 
colectivo a la moralidad administrativa como una norma penal en blanco. La 
mencionada sentencia parte afirmando que la moralidad administrativa es un principio 
de la función pública establecido en la Constitución Política, aclarando que el hecho de 
ser calificada como tal permite establecer que el derecho es un “mecanismo garante de 
la moral”18, lo cual no obsta para que dentro del sistema normativo se establezca una 
delimitación de las esferas jurídica y moral. 
 
Al referirse a la relación entre corrupción y moralidad administrativa, el fallo toma en 
consideración diversas posiciones doctrinales para señalar que la moralidad 
administrativa se encuentra ligada de forma implícita a la corrupción, concepto que a 
su vez está relacionado con el “menoscabo de la integridad moral"19. Teniendo en 
cuenta el anterior planteamiento, la sentencia aludida señala que en la actualidad se 
avanza en la inclusión dentro de los respectivos ordenamientos jurídicos de 
                                                      
17 CONSEJO DE ESTADO. Sección tercera. Sentencia del 16 de febrero de 2001. C.P. HERNÁNDEZ Enríquez, 
Alier. Radicación: AP-170.  
18 CONSEJO DE ESTADO. Sección tercera. Sentencia del 16 de febrero de 2001. C.P. HERNÁNDEZ Enríquez, 
Alier. Radicación: AP-170.  
19 CONSEJO DE ESTADO. Sección tercera. Sentencia del 16 de febrero de 2001. C.P. HERNÁNDEZ Enríquez, 
Alier. Radicación: AP-170.  
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herramientas eficaces de lucha contra la corrupción y, para el caso colombiano, “el 
ordenamiento jurídico -entre otros sistemas de regulación y sanción- debe proveer a la 
sociedad de mecanismos para erradicar las conductas corruptas del escenario de las 
relaciones administrativas”20. 
 
A manera de conclusión sobre el particular, dicha providencia destaca la importancia 
que tiene para la sociedad actual la preservación del bien común y expone una 
definición del término que denomina corrupción administrativa, de la siguiente forma: 
“La corrupción administrativa se ha convertido en una preocupación social que se 
refleja en la producción de normas que intentan contrarrestar sus efectos nocivos 
para el bien común. Tales normas, por supuesto, suponen una intervención jurídica en 
los campos de la moral, lo cual es per se complejo, dado que la corrupción no se 
reduce a una mera contradicción de la ley en el ejercicio de una función pública, sino 
que se trata de una fenomenología de contracultura que se filtra en el tejido social, 
viciando las relaciones entre los administradores y los administrados; se trata de la 
degradación de la autoridad de la que ha sido investido un funcionario, con la pretensión 
de obtener algo a cambio”21. 
 
En segundo término, es preciso hacer referencia a la calificación de la moralidad 
administrativa como una norma penal en blanco22, concepto tomado del ámbito del 
                                                      
20 FABIÁN CAPARROS, Eduardo A. La Corrupción política y económica. Anotaciones para el desarrollo de su 
estudio. La Corrupción: aspectos jurídicos y económicos. Salamanca: Editorial Ratio Legis, 2000. p. 17. En: 
CONSEJO DE ESTADO. Sección tercera. Sentencia del 16 de febrero de 2001. C.P. HERNÁNDEZ ENRÍQUEZ, 
Alier. Radicación: AP-170.  
21 FABIÁN CAPARROS, Eduardo A. La Corrupción política y económica. Anotaciones para el desarrollo de su 
estudio. La Corrupción: aspectos jurídicos y económicos. Salamanca: Editorial Ratio Legis, 2000. p. 17. En: 
CONSEJO DE ESTADO. Sección tercera. Sentencia del 16 de febrero de 2001. C.P. HERNÁNDEZ ENRÍQUEZ, 
Alier. Radicación: AP-170.  
22
 Algunas de las sentencias que desarrollan el concepto de norma penal en blanco son: CONSEJO DE 
ESTADO. Sección tercera. Sentencia del 16 de febrero de 2001. C.P. HERNÁNDEZ ENRÍQUEZ, Alier. 
Radicación: AP-170; CONSEJO DE ESTADO. Sección tercera. Sentencia del 6 de septiembre de 2001. C.P. 
CARRILLO BALLESTEROS, Jesús María. Radicación: 13001-23-31-000-2000-0005-01(AP-163); CONSEJO DE 
ESTADO. Sección cuarta. Sentencia del 31 de mayo de 2002. C.P. DÍAZ LÓPEZ, Ligia. Radicación: 25000 23 
24 000 1999 9001 01 (AP 300); CONSEJO DE ESTADO. Sección tercera. Sentencia del 10 de diciembre de 
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derecho penal en donde existe la figura del tipo penal en blanco, que para la doctrina 
es aplicable en los "casos en los que el supuesto de hecho se halla consignado total o 
parcialmente en una norma de carácter extrapenal"23. Precisamente, la jurisprudencia 
del Consejo de Estado estableció en el año 2001 que para lograr la concreción del 
derecho colectivo a la moralidad administrativa, era necesario aplicar el concepto de 
norma en blanco, en la medida en que “contiene elementos cuya definición se 
encuentra o se debería encontrar en otras disposiciones, de manera que para aplicar la 
norma en blanco el juez deberá sujetarse a lo que prescribe la norma remitida respecto 
del concepto no definido en aquella”24. Desde ese momento y hasta el año 2005, el 
Consejo de Estado aplicó el concepto de norma en blanco como mecanismo para 
facilitar la protección de la moralidad administrativa en el caso concreto.  
 
Vale la pena destacar que paralelamente a la introducción de concepto de norma en 
blanco, el Consejo de Estado reconoció las dificultades existentes para incorporar a la 
legislación una definición de moralidad administrativa. En ese sentido, la mencionada 
sentencia AP-170 de 2001 al referirse al papel del juez popular en lo relativo al estudio 
de acciones populares tendientes a la protección del derecho a la moralidad 
administrativa, indicó la siguiente pauta de acción:  
“Siempre que se encuentre comprometida la moralidad o cuando su protección sea el 
móvil de la demanda, sin importar que se comprometan principios distintos, el juez de 
la acción popular debe estudiar el caso colocando la idea básica del principio de 
                                                                                                                                                                 
2003. C.P. SAAVEDRA BECERRA, Ramiro. Radicación: 25000-23-25-000-2002 (AP-02284) 01.; CONSEJO DE 
ESTADO. Sección tercera. Sentencia del 11 de noviembre de 2004. C.P. SAAVEDRA BECERRA, Ramiro. 
Radicación: 76000-23-31-000-2003 (AP-02922) 01; CONSEJO DE ESTADO. Sección tercera. Sentencia del 16 
de junio de 2005. C.P. CARRILLO BALLESTEROS, Jesús María. Radicación: 1300152001-23-31-000-2003-
0319-01. 
23 VELASQUEZ VELASQUEZ, Fernando. Manual de Derecho Penal Parte General. Medellín: Librería Jurídica 
COMLIBROS, 2009. p. 304.  
24 CONSEJO DE ESTADO. Sección tercera. Sentencia del 16 de febrero de 2001. C.P. HERNÁNDEZ 
ENRÍQUEZ, Alier. Radicación: AP-170.  
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moralidad administrativa ante la regla que rige el caso específico, para saber si ésta lo 
ha concretado. Si es así, deberá evaluar, además, cuál es la reacción que, según el 
alcance que obtenga el principio en la regla específica, amerita el caso concreto, a fin 
de establecer el sentido de la decisión por adoptar y su contenido mismo”. 
 
En septiembre de 2001 el Consejo de Estado al emitir una sentencia de acción popular25, 
abordó nuevamente el tema señalando que el derecho colectivo a la moralidad 
administrativa tiene un significado distinto al que se le otorga a la regla moral 
individual. En este sentido, añade que la moralidad administrativa debe ser analizada 
bajo la óptica de la función administrativa, definida como una proyección exterior de la 
conducta de la autoridad que se entrelaza con principios constitucionales y normas 
jurídicas. El mencionado planteamiento lleva a la Sección Tercera del Consejo de Estado 
a considerar la moralidad administrativa como un principio-derecho, caracterizado por 
tener una textura abierta que implica que la determinación de su alcance solo pueda 
darse al analizar los hechos en el caso concreto. 
 
Continuando con este estudio, es necesario hacer referencia a otra definición acuñada 
por el Consejo de Estado en su esfuerzo por dilucidar el concepto de moralidad 
administrativa, que en este caso fue definida por ese órgano judicial como “el derecho 
que tiene la comunidad a que el patrimonio público sea manejado de acuerdo a la 
legislación vigente, con la diligencia y cuidado propios de un buen funcionario”26 
 
En esta ocasión, se aprecia un intento por trasladar la figura del buen padre de familia 
establecida en el derecho civil para equipararla a la del buen funcionario, sin dejar de 
lado la obligatoriedad de tener en cuenta el principio de legalidad al momento de 
evaluar la vulneración del derecho colectivo a la moralidad administrativa. En desarrollo 
de este concepto, la jurisprudencia considera que la moralidad administrativa implica 
                                                      
25
 CONSEJO DE ESTADO. Sección tercera. Sentencia del 6 de septiembre de 2001. C.P. CARRILLO 
BALLESTEROS, Jesús María. Radicación: 13001-23-31-000-2000-0005-01(AP-163).  
26
 CONSEJO DE ESTADO. Sección cuarta. Sentencia del 20 de abril de 2001. C.P. BARBOSA ORTIZ, María 
Inés. Radicación: AP 52001 23 31 000 2000 0121 01.  
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“que los funcionarios públicos asuman un comportamiento ético” en el manejo de los 
recursos públicos, pues no hacerlo podría llevarlos a “incurrir en conductas que la 
generalidad tacharía de inmorales, o en otras que podrían ser sancionadas disciplinaria 
o penalmente”. La referencia al comportamiento relativo al buen funcionario, retoma el 
concepto desarrollado en la ponencia de la Ley 472 de 1998 y la revisión jurisprudencial 
realizada permite establecer que varios fallos de acción popular hacen referencia a este 
concepto. 
 
Por su parte, la sentencia AP-166 de 2001, señaló que no se puede generar un daño a la 
moralidad administrativa sin antes realizar un análisis de las consecuencias del mismo, 
razón por la cual resulta difícil concebir una vulneración de la moralidad por parte de la 
administración, sin que ello conlleve la afectación de otros derechos colectivos tales 
como el patrimonio y la seguridad públicos, la libre competencia económica y la 
prevención de desastres técnicamente previsibles27.  
  
La delimitación del concepto de moralidad administrativa continúa en el año 2002, en el 
que el Consejo de Estado considera pertinente recoger las precisiones jurisprudenciales 
sobre el tema y formula tres características esenciales de ese derecho colectivo. 
 “a) es un principio que debe ser concretado en cada caso; b) al realizar el juicio de 
moralidad de las actuaciones, deben deslindarse las valoraciones sobre conveniencia y 
oportunidad que corresponde realizar al administrador de aquellas en las que se 
desconozcan las finalidades que debe perseguir con su actuación; c) en la práctica, la 
violación de este derecho colectivo implica la vulneración de otros derechos de la 
misma naturaleza”.28 
 
En este punto, se puede apreciar que el Consejo de Estado empieza a generar un 
esquema que permite al juez popular determinar en el caso concreto la vulneración del 
                                                      
27
 CONSEJO DE ESTADO. Sección tercera. Sentencia del 17 de junio de 2001. C.P. HERNÁNDEZ ALIER, 
Eduardo. Radicación: AP-166 de 2001.  
28
 CONSEJO DE ESTADO. Sección tercera. Sentencia del 31 de octubre de 2002. C.P. HOYOS DUQUE, 
Ricardo. Radicación: 52001-23-31-000-2000-1059-01(AP-518) de 2002.  
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derecho colectivo a la moralidad administrativa, mediante la identificación de sus 
elementos constitutivos.  
 
Como ya se mencionó, el desarrollo del concepto de moralidad administrativa a partir 
de los fallos del Consejo de Estado se ubica principalmente entre los años 2001 a 2003, 
sin embargo, es preciso resaltar otras referencias importantes que se hicieron en años 
posteriores y que contribuyeron a facilitar la concreción del derecho a la moralidad 
administrativa en los casos concretos.  
 
En este sentido, en sentencia del año 2004, al hacer referencia a la carga de la prueba 
en materia de acción popular se señaló que corresponde a los actores populares 
demostrar además de la acción u omisión, “la presencia de elementos de carácter 
subjetivo contrarios a los fines y principios de la administración, esto es: conductas 
amañadas, irregulares o corruptas que favorecen el interés particular a costa de ignorar 
los fines y principios de la recta administración”29.  
 
Como complemento a lo anterior, la Sección Tercera del Consejo de Estado en fallo 
emitido en junio de 2005, estableció que la vulneración a la moralidad administrativa 
“surge cuando se advierte la inobservancia grosera, arbitraria y alejada de todo 
fundamento legal, de las normas a las cuales debe atenerse el administrador en el 
cumplimiento de la función pública”. Esta providencia explica adicionalmente, que la 
conducta generadora de la afectación a la moralidad debe incorporar el elemento de 
antijuridicidad entendido como “la intención manifiesta del funcionario del vulnerar los 
deberes que debe observar en los procedimientos a su cargo”30. 
 
                                                      
29
 CONSEJO DE ESTADO. Sección tercera. Sentencia del 4 de noviembre de 2004. Radicación: AP-2305 de 
2004.  
30
 CONSEJO DE ESTADO. Sección tercera. Sentencia del 2 de junio de 2005. Radicación: AP-720 de 2005. 
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Por último, es preciso mencionar que el desarrollo jurisprudencial del Consejo de 
Estado sobre moralidad administrativa ha sido constante desde el año 2000. A su vez, 
los fallos más representativos se ubican principalmente en el periodo comprendido 
entre 2000 y 2005, de ahí en adelante el máximo órgano de lo contencioso 
administrativo aplica lo expuesto en los pronunciamientos anteriores, manteniendo 
una coherencia en su línea argumentativa.  
 
 
1.4 CONCLUSIONES PRELIMINARES  
 
La revisión jurisprudencial tanto de la Corte Constitucional como del Consejo de Estado 
respecto del desarrollo de una definición de la moralidad administrativa como derecho 
colectivo, permite esbozar unas conclusiones iníciales. En primer lugar cabe resaltar 
que el mayor desarrollo jurisprudencial lo hace el Consejo de Estado, en tanto si bien la 
Corte Constitucional ha hecho unos acercamientos al tema, estos se han enfocado en la 
concepción de la moralidad administrativa como principio rector de la función 
administrativa y el desarrollo de la actividad pública.  
 
En segundo lugar, puede afirmarse que el desarrollo de una noción de moralidad 
administrativa por parte del Consejo de Estado se concentra principalmente durante 
los primeros años de expedición de la Ley 472, tiempo en el que hubo una creciente 
interposición de acciones populares en el país. En este sentido, el desarrollo conceptual 
de este derecho se ubica en los fallos proferidos por el alto tribunal principalmente en 
los años 2001 y 2002, pues aunque en los años siguientes hubo algunas referencias 
tendientes a dar contenido a la moralidad administrativa, dichos fallos se concentraron 
en la búsqueda de elementos constitutivos de la moralidad administrativa.  
 
A partir de la aceptación casi unánime de la jurisprudencia acerca del carácter de 
“norma en blanco” de la moralidad administrativa, y la imposibilidad de dar una 
definición única aplicable a todos los casos en los que se veía involucrado dicho 
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derecho, y la necesidad de mantener el elemento valorativo del juez en el estudio de 
cada caso, el Consejo de Estado, teniendo en cuenta además que ni la Constitución ni 
las leyes han definido la moralidad administrativa, y que su naturaleza como principio 
involucra elementos subjetivos y objetivos en su interpretación y aplicación, concluyó 
que “sus esfuerzos por darle definición, contenido y alcance no limitan ni restringen a 
la moralidad administrativa sino que la explican para que sea aplicada al caso concreto 
en consonancia con los valores y principios que la inspiran”31. 
 
De manera que la tarea del alto tribunal fue dotar a la moralidad administrativa de una 
serie de elementos constitutivos que le dieran contenido y sirvieran de pauta de juicio 
de los jueces en los análisis particulares. En este sentido, los dos primeros elementos 
que fueron incluidos por el Consejo de Estado tenían que ver con la conexidad con 
otros derechos o principios legales y constitucionales que le permitieran ser objeto de 
una decisión jurídica, y la existencia de una efectiva transgresión al ordenamiento 
jurídico con la conducta ejercida por la autoridad32. Posteriormente, esa misma 
corporación reiteró los elementos constitutivos de vulneración a la moralidad 
administrativa enunciados anteriormente, aclarando que en relación con la 
transgresión al ordenamiento jurídico, no toda ilegalidad constituye una vulneración a 
la moralidad administrativa. Asimismo, se añadió un requisito adicional que es la 
obligatoriedad de probar dentro del proceso la mala fe de la administración33.  
 
                                                      
31 CONSEJO DE ESTADO. SALAVAMENTO DE VOTO. Sentencia del 4 de marzo de 2009. C.P. SAAVEDRA 
BECERRA, Ramiro. Radicación: 25000-23-25-000-2004-00739-02. 
32 CONSEJO DE ESTADO. Sección tercera. Sentencia del 6 de septiembre de 2001. C.P. BALLESTEROS 
CARRILLO, Jesús María. Radicación: 13001-23-31-000-2000-0005-01(AP-163).  
33 CONSEJO DE ESTADO. Sección tercera. Sentencia del 26 de septiembre de 2002. C.P. GIRALDO GÓMEZ, 
María Elena. Radicación: 41001-23-31-000-2002-0800-01(AP-537).  
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Luego el Consejo de Estado, en dos fallos de gran importancia desarrolló otros 
elementos, el primero34 relacionado con el denominado fuero de atracción en virtud del 
cual los particulares que celebren contratos con el Estado quedan sometidos a la 
jurisdicción contencioso-administrativa, para que esta se encargue de juzgar la 
vulneración de los derechos colectivos en las etapas de formación y ejecución del 
contrato. Y el segundo elemento que establece la necesidad de demostrar que la 
acción u omisión pone en peligro los derechos colectivos.  
 
Asimismo, durante el año 2004 se incluyó otro elemento relacionado con la utilización 
de un método especial de interpretación cuando se está en presencia de la aplicación 
de la moralidad administrativa. Y en el 2005, se retomó la condición de ilegalidad pero 
condicionando dicho comportamiento a la concurrencia de prácticas corruptas y la 
presencia de dolo, mala fe y desviación de poder en el servidor público35.  
 
Acto seguido, en sentencia de agosto de 2007, El Consejo de Estado estableció tres 
grupos de fuentes que pueden alimentar el concepto de moralidad administrativa, a 
saber: a) La norma positiva, dentro de las cuales están incluidas la Constitución, la ley y 
el reglamento; b) “los principios generales del derecho y los concretos de una materia, 
los cuales mandan, desde una norma, actuar de un modo determinado, aunque menos 
concreto que el común de las normas positivas”, y c) “el comportamiento que la 
sociedad califica como correcto y bueno para las instituciones públicas y sus 
                                                      
34 CONSEJO DE ESTADO. Sala plena de lo contencioso administrativo. Sentencia del 9 de diciembre de 
2003. C.P. ARCINIEGAS ANDRADE, Camilo. Radicación: 25000 23 26 000 2002 1204 01 (AP) IJ.  
35 CONSEJO DE ESTADO. Sección tercera. Sentencia del 3 de marzo de 2005. C.P. GIRALDO GÓMEZ, María 
Elena. Radicación: 25000-23-27-000-2003-2304-01(AP) y CONSEJO DE ESTADO. Sección tercera. Sentencia 
del 2 de agosto de 2005. C.P. CORREA PALACIO, Ruth Stella. Radicación: AP-66001-23-31-0002004-00601-
01. 
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funcionarios, en relación con la administración del Estado”36. Asimismo, en sentencia 
de ese mismo año el Consejo de Estado llegó a la siguiente conclusión: “la pretensión 
de definir con una acepción única, o de dar contenido o alcance exactos y precisos a la 
moralidad administrativa no es jurídicamente correcto, incluso, constituye un error”37. 
 
La breve referencia a algunos de los elementos que ha ido desarrollando el Consejo de 
Estado, ponen de presente las dificultades que han tenido tanto los operadores 
jurídicos, como quienes obran en calidad de actores populares para lograr la aplicación 
por vía de acción popular del derecho colectivo a la moralidad administrativa y 
demuestran la necesidad de ahondar acerca de dichos elementos, con el fin de 
identificar plenamente el estado del arte en esta materia y aportar nuevos argumentos 
al debate sobre si la moralidad administrativa puede ser protegida como derecho 
colectivo autónomo y si se trata de un concepto de carácter objetivo o subjetivo.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                      
36 CONSEJO DE ESTADO. Sección tercera. Sentencia del 17 de mayo de 2007. C.P. SAAVEDRA BECERRA, 
Ramiro. Radicación: AP 01353-01.  
37 CONSEJO DE ESTADO. Sección tercera. Sentencia del 30 de agosto de 2007. C.P. GIL BOTERO, Enrique. 
Radicación: 88001-23-31-000-2004-00009-01.  
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2. ELEMENTOS CONSTITUTIVOS DE LA MORALIDAD ADMINISTRATIVA 
 
Desde la entrada en vigencia de la Ley 472 de 1998, el Consejo de Estado ha hecho un 
gran esfuerzo por dotar de contenido al derecho colectivo a la moralidad 
administrativa. Durante los primeros años esta labor se enfocó en los acercamientos 
explicativos desde el contenido del derecho, en un principio a partir de la definición 
propuesta durante los debates de la Ley de Acciones Populares en el Congreso de la 
República y, posteriormente, bajo los conceptos de norma penal en blanco y concepto 
jurídico indeterminado. La adopción de estas dos figuras surge como consecuencia de 
la imposibilidad de dar una definición concreta a la moralidad administrativa, razón por 
la que en los fallos posteriores, el Consejo de Estado se concentra en el desarrollo de 
criterios o elementos que permitan identificar en el caso concreto, la transgresión de 
este derecho. 
 
Utilizando como sustento los mencionados conceptos de norma penal en blanco y 
concepto jurídico indeterminado, desde el 2001 el Consejo de Estado ha trabajado en la 
consolidación de una serie de elementos constitutivos de la moralidad administrativa, 
con los que se busca permitir al operador jurídico una mejor comprensión de los 
fenómenos donde se presentan vulneraciones a este derecho y contribuir a brindar 
claridad a los actores populares sobre los hechos generadores de vulneración del 
derecho colectivo a la moralidad administrativa.  
 
En suma, la jurisprudencia que sobre la materia ha emitido el máximo órgano de la 
jurisdicción contencioso-administrativa, se ha dirigido a brindar herramientas y pautas 
de acción que contribuyan a objetivizar el análisis que realiza el juez con miras a 
determinar los casos en que procede el amparo de la moralidad administrativa por vía 
de acción popular.  
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El desarrollo jurisprudencial de estos elementos puede circunscribirse a tres grandes 
etapas que inician con el establecimiento de una relación entre el derecho colectivo a la 
moralidad administrativa y el principio de legalidad, lo que implica la necesidad de 
verificar la comisión de un hecho o acto ilegal para la materialización de una violación a 
la moralidad administrativa. En un lapso de tiempo corto, se hizo indispensable también 
el establecimiento del requisito de conexidad con otros derechos o principios 
constitucionales para garantizar la protección de la moralidad.  
 
Posteriormente, la jurisprudencia hizo referencia a la existencia de prácticas corruptas, 
mala fe o dolo como elementos necesarios para corroborar en el caso concreto la 
transgresión de la moralidad administrativa y proceder a protegerla dentro de los 
procesos de acción popular.  
 
Finalmente, se estableció la posibilidad de considerar vulnerada la moralidad en los 
casos en que el actor popular logre demostrar que en la actuación de la administración 
se configuró el fenómeno de desviación del poder.  
 
Vale destacar que aunque los elementos propuestos por el Consejo de Estado se han 
dado en momentos históricos determinados, esto no ha implicado que se abandonen o 
dejen de aplicar los que han sido esbozados con antelación, por el contrario, más que 
ser excluyentes cada uno de los pronunciamientos y elementos mencionados ha 
contribuido a ampliar la noción de moralidad administrativa.  
 
A continuación se presentan las tres fases identificadas en el estudio de la 
jurisprudencia emitida por el Consejo de Estado sobre la materia entre los años 2001 y 
2008. Con el fin de lograr la máxima ilustración sobre el particular, en cada una de las 
etapas se explicará un caso de aplicación de los conceptos expuestos por parte del 
Consejo de Estado.  
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2.1 PRIMERA ETAPA: CONEXIDAD CON OTROS DERECHOS Y PRINCIPIOS Y 
TRANSGRESIÓN AL ORDEN JURÍDICO 
Los pronunciamientos del Consejo de Estado frente a posibles transgresiones al 
derecho colectivo a la moralidad administrativa, comienzan a referirse a la necesidad de 
que además de la existencia de un hecho ilegal se presenten otros dos elementos: 
conexidad con otros derechos y principios constitucionales y transgresión al orden 
jurídico.  
  
El desarrollo argumentativo del Consejo de Estado para llegar a esta inclusión, parte de 
la imposibilidad de aplicar formulas de análisis estrictas a la hora de evaluar el derecho 
vulnerado, hecho que deja un amplio rango para la interpretación del juez. Este 
escenario pone de manifiesto la necesidad de dotar a los operadores jurídicos de unas 
pautas que conduzcan la labor interpretativa a la hora de sopesar la vulneración de la 
moralidad administrativa como derecho colectivo.  
 
En este sentido, el alto tribunal considera que en todos los casos de infracción debe 
existir conexidad con otros derechos o principios bien sea de rango legal o 
constitucional, así como una efectiva transgresión al ordenamiento jurídico ocasionada 
por la conducta realizada u omitida por la autoridad pública involucrada en el hecho. 
Respecto de estas dos condiciones, el Consejo de Estado afirmó que “sin estos 
elementos no se configura la vulneración de éste derecho colectivo y las afirmaciones 
de los actores no pasarían de ser meras abstracciones, y los casos analizados se 
transformarían en dogmas”38.  
  
En relación con este primer elemento vale la pena hacer algunas precisiones teniendo 
en cuenta los argumentos desarrollados por el Consejo de Estado, que desde el año 
2001 incluye este criterio como un requisito indispensable para que exista vulneración a 
                                                      
38
 CONSEJO DE ESTADO. Sección tercera. Sentencia del 6 de septiembre de 2001. C.P. CARRILLO 
BALLESTEROS, Jesús María. Radicación: 13001-23-31-000-2000-0005-01(AP-163).  
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la moralidad administrativa. En primer lugar, el Consejo de Estado se mantiene abierto 
a que la agresión puede ser a cualquier derecho e inclusive principio de carácter legal o 
constitucional, esto, en razón a que lo verdaderamente importante en cada caso es el 
vínculo de conexidad que exista entre la agresión a los dos derechos a partir de un 
hecho común. Sin embargo, la tendencia es a que la conexidad se presente con otros 
derechos constitucionales, y particularmente con derechos colectivos.  
 
En segundo lugar, y considerando lo expuesto anteriormente, resulta relevante 
mencionar que el derecho colectivo que reiteradamente se vincula con la violación a la 
moralidad administrativa es el patrimonio público. Este punto resulta de gran interés 
debido a que el detrimento del patrimonio público generalmente es la consecuencia de 
una actuación indebida o de una omisión a los deberes propios de quienes manejan los 
bienes y recursos públicos. Al analizar dicha conducta, se puede establecer prima facie 
la existencia de una vulneración a la moralidad administrativa, de manera que la 
actuación atentatoria de la moralidad es la que en principio debería originar la agresión 
al patrimonio público.  
 
No obstante, el desarrollo argumentativo que ha sostenido mayoritariamente el 
Consejo de Estado parte de la existencia de un detrimento patrimonial para que exista 
vulneración al derecho colectivo a la moralidad administrativa, aun cuando el actor 
popular no haya invocado la existencia de una relación de conexidad entre estos 
derechos colectivos.  
 
 
2.1.1 Casos de aplicación de la conexidad entre patrimonio público y moralidad 
administrativa. La mencionada relación se evidencia en un fallo del Consejo de Estado 
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emitido en el año 200139. En la acción popular los demandantes manifestaron que el 
alcalde de Sandoná, vulneró los derechos colectivos al patrimonio público y la 
moralidad administrativa al no ejecutar el Plan Maestro de Acueducto y Alcantarillado 
Rural, aprobado por el Consejo Municipal en el presupuesto correspondiente a la 
vigencia fiscal 1999, y en su lugar, celebrar contratos con imputación de gastos a dicha 
partida sin que tuvieran relación alguna con ejecución de obras relacionadas con 
acueducto y alcantarillado.  
 
El Tribunal Administrativo de Nariño en fallo de primera instancia denegó las 
pretensiones de los accionantes, aludiendo falta de claridad en las pretensiones de la 
acción popular.  En este orden, el Tribunal consideró que existía justificación para que 
no se hubiera iniciado la implementación del Plan Maestro, en tanto no había una 
norma que impusiera su realización de manera obligatoria, sino que por el contrario se 
trataba de un plan de carácter no vinculante en el marco del Plan de Tratamiento de 
Aguas Residuales y Manejo Integral de Desechos elaborado por el gobierno nacional.  
 
El Consejo de Estado decidió revocar la sentencia de primera instancia y, en su lugar,  
amparar el derecho colectivo a la moralidad administrativa argumentando que al 
interpretar la demanda, es evidente que la intención de los accionantes fue cuestionar 
el hecho de que el alcalde celebró contratos con imputación a una partida presupuestal 
que no había sido ejecutada por la administración, aunque se encontraba aprobada en 
el presupuesto municipal, y sin que el objeto de los contratos tuviese relación alguna 
con esta partida.  
 
A partir de lo anterior, el Consejo de Estado hizo un análisis minucioso de la forma 
como fueron manejados los recursos municipales en dichos contratos, concluyendo 
que el alcalde no solo estaba en el deber de ejecutar el Plan Maestro conforme a 
                                                      
39
 CONSEJO DE ESTADO, Sección cuarta. Sentencia del 20 de abril de 2001. C.P. ORTIZ BARBOSA, María Inés. 
Radicación: AP 52001 23 31 000 2000 0121 01. 
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disposiciones normativas de orden constitucional, sino que también utilizó 
indebidamente los recursos asignados para la implementación del mismo, 
configurándose de esta forma una vulneración al derecho colectivo a la moralidad 
administrativa.  
 
En el caso expuesto puede evidenciarse que a pesar que los accionantes no 
presentaron la acción popular invocando la conexidad del patrimonio público con la 
moralidad administrativa, el razonamiento que hace el alto tribunal para llegar a la 
protección de la moralidad, se basa en un análisis a partir del detrimento patrimonial 
causado por una inadecuada ejecución de recursos. Así pues, se infiere del desarrollo 
argumentativo del fallo que el Consejo de Estado mantiene una estrecha relación entre 
estos dos derechos, al punto que toma como base una definición de moralidad 
administrativa que tiene como eje central el concepto de patrimonio público:  
“la moralidad administrativa entre otros, persigue el manejo adecuado del erario 
público y en general que los funcionarios públicos asuman un comportamiento ético 
frente al mismo, pues los servidores públicos pueden incurrir en conductas que la 
generalidad tacharía de inmorales, o en otras que podrían ser sancionadas disciplinaria 
o penalmente”40. 
 
Ahora bien, en los casos en los que la acción popular se presenta argumentando desde 
un comienzo la conexidad entre los derechos colectivos al patrimonio público y la 
moralidad administrativa, el máximo tribunal de lo contencioso administrativo acude al 
análisis del detrimento o afectación patrimonial para determinar consecuentemente la 
transgresión a la moralidad administrativa.  
 
Un ejemplo de esta situación es un fallo expedido por el Consejo de Estado en junio de 
200241, mediante el cual se decidió la impugnación de la sentencia proferida por el 
                                                      
40
 CONSEJO DE ESTADO, Sección cuarta. Sentencia del 20 de abril de 2001. C.P. ORTIZ BARBOSA, María Inés. 
Radicación: AP 52001 23 31 000 2000 0121 01.  
41
 CONSEJO DE ESTADO. Sección quinta. Sentencia del 28 de junio de 2002. C.P. QUIÑONES PINILLA, 
Darío. Radicación: 76001 23 31 000 2001 2075 (AP 472). 
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Tribunal Administrativo del Valle del Cauca que denegó las pretensiones de los 
accionantes dentro de un proceso de acción popular contra la Empresa de Energía del 
Pacífico, el Municipio de Palmira y la Corporación Autónoma Regional del Valle.  
 
En este caso la acción fue interpuesta para proteger los derechos colectivos a la 
moralidad administrativa y al patrimonio público, los cuales fueron vulnerados por 
parte de la Empresa de Energía del Pacífico al incumplir la disposición normativa que 
obliga a estas empresas a que cuando la potencia nominal instalada para la generación 
de energía hidroeléctrica supera los 10.000 kilovatios, transfieran el 6% de las ventas 
brutas de energía por generación propia cobrando para ello la tarifa que señale la 
Comisión de Regulación Energética (Creg).  
 
Asimismo, los accionantes señalaron  que esta situación fue permitida por funcionarios 
de la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca y del Municipio de Palmira 
mediante conductas omisivas que le permitieron a la Empresa de Energía del Pacífico 
evadir las obligaciones pecuniarias que tenía a su cargo, llevando de esta forma a la 
Corporación a un estado financiero critico derivado del incumplimiento en el pago de 
los recursos mencionados por parte de la empresa generadora de energía. 
 
En el fallo, el Consejo de Estado hace un análisis de los argumentos esgrimidos por el 
Tribunal Administrativo del Valle estimando que, a pesar de que la defensa de la 
moralidad administrativa como interés colectivo deja un amplio margen a la 
interpretación por parte del juez, debido a su “textura abierta”, la misma debe estar 
guiada por los parámetros de comportamiento ético que deben regir las funciones de 
quienes desempeñan cargos públicos y debe tener en cuenta los intereses generales de 
la comunidad.  
 
Posteriormente, el Consejo de Estado se refiere a la protección de este derecho en los 
casos en que la acción u omisión proviene de un particular. En este sentido, aclara que el 
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“núcleo esencial de protección de la moralidad administrativa no se identifica por el 
carácter público del titular de la actuación u omisión que se reprocha sino por el 
contenido del bien jurídico que se busca proteger”42.  
 
Finalmente, el alto tribunal de lo contencioso administrativo considera que la moralidad 
administrativa se afecta tanto por la omisión de transferir los recursos por parte de la 
Empresa de Energía del Pacífico, como por la omisión de cobrar dichos recursos por 
parte de la Alcaldía municipal y la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca, 
en tanto que ninguno de estos comportamientos resulta ético al ser contrastado con el 
principio de diligencia en el manejo de los recursos públicos.  
 
En este sentido, el Consejo de Estado encuentra que existen elementos para revocar la 
sentencia del Tribunal Administrativo y, en su lugar, amparar los derechos colectivos a la 
moralidad administrativa y al patrimonio público, en atención a que la Empresa de 
Energía del Pacífico no transfirió los recursos, que por ley correspondían al Municipio de 
Palmira y teniendo en consideración adicionalmente que los valores transferidos a la 
Corporación Autónoma Regional del Valle son irrisorios43.  
 
Este caso es un ejemplo de la línea argumentativa que ha seguido el Consejo de Estado 
en virtud de la cual para el amparo de la moralidad administrativa como derecho 
colectivo, se requiere la existencia de conexidad con otros derechos o principios 
constitucionales. Este requisito de conexidad en la mayoría de los casos se presenta con 
el patrimonio público, derecho colectivo que se convierte en el punto de referencia para 
lograr el amparo de la moralidad administrativa. Sin embargo, el primer caso expuesto 
permite evidenciar que la relación con el patrimonio público se mantiene presente aún 
                                                      
42
 CONSEJO DE ESTADO. Sección quinta. Sentencia del 28 de junio de 2002. C.P. QUIÑONES PINILLA, 
Darío. Radicación: 76001 23 31 000 2001 2075 (AP 472).  
43 CONSEJO DE ESTADO. Sección quinta. Sentencia del 28 de junio de 2002. C.P. QUIÑONES PINILLA, 
Darío. Radicación: 76001 23 31 000 2001 2075 (AP 472).  
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cuando explícitamente dentro de la acción popular no se haya invocado la conexidad 
entre dichos derechos colectivos.  
 
Ahora bien, esta situación es un punto de alerta respecto de la autonomía de la 
moralidad administrativa como derecho colectivo, pues ligar este derecho de manera 
directa o indirecta con el patrimonio público pone en duda su carácter individual y la 
posible aplicación del mismo en casos donde se transgredan los parámetros morales 
que deben guiar las actuaciones de la administración pública, sin que se involucre 
necesariamente el detrimento del patrimonio público.  
 
 
2.2 SEGUNDA ETAPA: EXISTENCIA DE PRÁCTICAS CORRUPTAS, DOLO O MALA FE POR 
PARTE DEL SERVIDOR PÚBLICO  
 
 
2.2.1 Mala fe demostrada por el demandante. El segundo elemento constitutivo 
desarrollado por el Consejo de Estado al intentar dotar de contenido al derecho 
colectivo a la moralidad administrativa es la mala fe, que a su vez debe ser demostrada 
por el demandante o accionante. Ese alto tribunal ha considerado que la buena fe es un 
principio exigible a todos los ciudadanos, y más aún a la administración o a quienes 
detentan el cuidado o desempeñan funciones relacionadas con los asuntos públicos. Se 
trata de un imperativo que tiene rango constitucional desde la Constitución de 1886 y 
que fue desarrollado por el Código Contencioso Administrativo. Adicionalmente, el 
Consejo de Estado ha establecido lo siguiente sobre el particular: 
“el principio de buena fe que rige la actividad administrativa engendra una norma 
jurídica completa, que, además, se eleva a la categoría o al rango de un principio 
general del derecho", que responde a lo que Diez Picaso llama concepción ética del 
principio de buena fe, de acuerdo con la cual, "el sujeto que opera en virtud de un 
error o de una situación de ignorancia no es merecedor de la protección que se otorga 
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al de buena fe, si su comportamiento no es valorado como el más adecuado conforme 
a diligencia socialmente exigible"44. 
 
Este principio adquiere gran importancia en la medida en que es un elemento fundante 
de la confianza que los ciudadanos depositan en quienes manejan los asuntos y recursos 
públicos, lo que hace suponer que una actuación contraria al mismo puede tener efectos 
directos en la confianza de los ciudadanos en la administración pública. 
 
 
2.2.1.1 Caso de aplicación de la mala fe como criterio para la protección de la moralidad 
administrativa por vía de acción popular. Uno de los casos donde el Consejo de Estado 
desarrolla de manera amplia la relación entre el derecho colectivo a la moralidad 
administrativa y el principio de buena fe es el conocido fallo AP 163 de 200145, en el que 
el Consejo de Estado resolvió la impugnación del fallo proferido por el Tribunal 
Administrativo de Bolívar respecto de una acción popular interpuesta contra la 
Secretaria de Educación del Distrito de Cartagena.  
 
La acción popular busca proteger, entre otros, los derechos colectivos al patrimonio 
público y a la moralidad administrativa, que de acuerdo con los accionantes fueron 
vulnerados por la Secretaría de Educación de Cartagena al celebrar un acuerdo con el 
Convenio Andrés Bello para el mejoramiento de la educación distrital, mediante el cual 
se vincularon recursos que tenían destinación específica, es decir, debían ser utilizados 
para cubrir el déficit del situado fiscal para la prestación del servicio de educación 
dentro de la vigencia fiscal 1998.  
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 DIEZ PICASO, Luis. En: Prólogo a WIEACKER, Franz. El principio general de la buena fe. Madrid: Editorial 
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La sentencia de segunda instancia, emitidas por el Consejo de Estado se refiere 
inicialmente a la naturaleza de las acciones populares y a los derechos colectivos que 
podrían estar en peligro. No obstante, la relevancia de este pronunciamiento es la 
referencia que hace al principio de buena fe y, específicamente, al concepto de buena 
fe administrativa. Sobre este último, el alto tribunal señala que dicho concepto está 
ligado a la moralidad administrativa, entendida como un principio orientador de la 
actuación de los servidores públicos de acuerdo a las disposiciones constitucionales 
contenidas en el artículo 83 de la Constitución Política, y demás normas legales que así 
lo establecen. Añade el Consejo de Estado que la buena fe además de ser la base de las 
relaciones jurídicas tanto a nivel individual como colectivo, no puede limitarse a regir las 
relaciones formales sino que debe estar presente en todas las interacciones de la 
sociedad.  
 
Respecto del caso especifico, el máximo tribunal de lo contencioso administrativo 
expresó que al ser la moralidad administrativa y la buena fe, conductas que deben 
ejercer con mayor rigurosidad los servidores públicos, el hecho de que se 
desconocieran las directrices de gasto impartidas por el Ministerio de Educación y la 
asignación de recursos con destinación específica a rubros distintos, son actuaciones 
que evidencian mala fe en la administración debido a que los agentes estatales  
conocían que el acuerdo que se estaba celebrando era indebido.  
 
Con el fin de ampliar la vulneración mencionada, el Consejo de Estado expone el 
desarrollo jurisprudencial por parte de la Corte Constitucional sobre el tema, anotando 
que: 
“De allí resulta que no sólo debe existir la mutua certidumbre de la leal actitud sino 
que la Constitución otorga al gobernado la posibilidad de exigir que los supuestos 
creados por el propio Estado, y de los cuales parte legítima y fundadamente para 
obrar, sean respetados en las posteriores decisiones de los entes públicos, ya que las 
actuaciones de la propia administración establecen un marco de referencia 
indispensable que señala a los particulares la conducta que se les permite, se les 
impone o se les estimula, por lo cual, dados los presupuestos trazados por la propia 
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autoridad pública, no le es lícito desconocerlos, para deducir después conclusiones o 
medidas negativas que afecten a quien obró de buena fe, basado en aquéllos.  
 
Resulta de lo anterior que, en aplicación de esta legítima confianza en el poder 
público, los particulares se entregan desprevenidos a las disposiciones que aquél 
establece, y no tienen, en principio, por qué dudar sobre la existencia, seriedad, 
validez o legitimidad del acto emanado de una autoridad. En este orden de ideas, la 
administración está obligada a ser consecuente consigo misma y a no asaltar la buena 
fe de los particulares”46. 
 
A partir de lo anterior, el Consejo de Estado establece que el hecho de obrar contra el 
principio de buena fe ocasiona que la administración defraude la confianza legitima que 
los ciudadanos depositan en quienes tienen a su cargo los asuntos públicos y 
transgrede el objetivo de la primacía del bien común sobre los intereses particulares. 
De esta manera, ese alto tribunal construye la relación entre el derecho colectivo a la 
moralidad administrativa y el principio de buena fe, aclarando que la inaplicación de 
éste último genera una transgresión de la moralidad, que reviste mayor importancia 
cuando se trata de actuaciones de servidores públicos que tienen a su cargo el manejo 
de recursos o bienes públicos.  
 
 
2.2.2 Existencia de prácticas corruptas o dolo por parte del servidor público. En 
concordancia con lo esbozado anteriormente, el Consejo de Estado ha señalado la 
necesidad de que el actor popular deba probar la existencia de prácticas corruptas o 
dolo para considerar vulnerado el derecho colectivo a la moralidad administrativa. En 
este sentido, el máximo órgano de lo contencioso administrativo ha reiterado en su 
jurisprudencia lo siguiente:  
“no basta demostrar la realidad de la conducta demandada (de acción o de omisión) 
porque ellas por si solas, por lo general, no demuestran la amenaza o vulneración a los 
derechos colectivos… sería necesario que los actores probaran además, la presencia 
de elementos de carácter subjetivo, contrarios a los fines de la administración 
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 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-174 del 8 de abril de 1997. M.P. HERNÁNDEZ GALINDO, José 
Gregorio. Referencia: T-111254. 
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(conductas amañadas, irregulares o corruptas que favorecen el interés particular a 
costa de ignorar los fines y principios de la recta administración).”47  
 
La argumentación anterior ha permitido al Consejo de Estado determinar que la 
violación de la moralidad administrativa se puede proteger por vía de acción popular en 
los casos en que además de la ilegalidad en la actuación administrativa exista en forma 
concurrente mala fe, dolo o práctica corrupta. No obstante, lo referente a este último 
concepto no ha sido estudiado a profundidad por parte del Consejo de Estado debido 
en parte a la dificultad para darle un alcance objetivo al concepto de práctica corrupta.  
 
 
2.3 TERCERA ETAPA: DESVIACIÓN DE PODER Y FAVORECIMIENTO DE INTERESES 
INDIVIDUALES  
 
 
Otra de las figuras a las que ha acudido el Consejo de Estado en su propósito de 
encontrar elementos objetivos que permitan la protección del derecho colectivo a la 
moralidad administrativa en el caso concreto es la denominada desviación de poder. 
Dicha institución jurídica guarda estrecha relación con el régimen de contratación 
estatal, específicamente con el numeral tercero del artículo 44 de la Ley 80 de 1993 
donde se determina que la celebración con abuso o desviación de poder de un contrato 
del Estado es causal de nulidad absoluta del mismo. Vale mencionar que la aplicación 
de la desviación de poder como criterio definitorio de la vulneración de la moralidad 
administrativa se hizo posible una vez el máximo tribunal de lo contencioso 
administrativo avaló la discusión sobre la validez de los contratos estatales por vía de 
acción popular cuando ponen en peligro o vulneran derechos o intereses colectivos. 
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 CONSEJO DE ESTADO. Sección tercera. Sentencia del 3 de marzo de 2005. C.P. GIRALDO GÓMEZ, María 
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En este sentido, la desviación de poder como institución jurídica ha sido abordada por 
el Consejo de Estado de manera amplia en su jurisprudencia, señalando que dicho 
fenómeno “consiste en que determinada atribución de que está investida una 
autoridad se ejerce, no para obtener el fin que la ley persigue y quiere, sino otro 
distinto”48. Al ahondar en el tema, ese alto tribunal ha expresado que la desviación de 
poder se presenta: 
“cuando el agente administrativo realiza un acto que cabe dentro de sus atribuciones, 
observa las formalidades prescritas por la ley, el acto se ajusta en sus términos a las 
normas superiores, pero, al proferirlo, se han tenido en cuenta motivos distintos a 
aquellos para los cuales se confirió el poder. En síntesis, la desviación de poder se 
configura cuando la atribución de que está investido el funcionario se ejerce hacia un 
fin distinto del previsto en la ley.”49 
 
Asimismo, la Corte Constitucional ha señalado que el vicio de desviación del 
poder se concreta cuando: 
“un órgano del Estado, actuando en ejercicio y dentro de los límites de su 
competencia, cumpliendo las formalidades de procedimiento y sin incurrir en violación 
de la ley, utiliza sus poderes o atribuciones con el propósito de buscar una finalidad 
contraria a los intereses públicos o sociales, en general, o los específicos y concretos, 
que el legislador buscó satisfacer al otorgar la respectiva competencia”50.  
 
Existen también referencias doctrinarias en torno a la relación entre el derecho 
colectivo a la moralidad administrativa y la desviación del poder, es el caso de Ricardo 
Hoyos Duque, quien sobre el particular señala lo siguiente:  
“[d]e conformidad con lo establecido en el artículo 209 de la Constitución, la actividad 
contractual del Estado, en tanto modalidad de la función administrativa, debe guiarse 
por los principios de igualdad, moralidad, eficacia, celeridad, imparcialidad y 
publicidad. Esto significa que a través de los contratos también pueden vulnerarse, 
entre otros, los derechos colectivos a la moralidad y el patrimonio públicos. 
(…) 
Cuando en la celebración de los contratos se desconocen los fines que deben 
inspirarla, entre ellos, el interés general, se incurre en desviación de poder (…), y 
además, pueden verse comprometidos derechos de naturaleza colectiva como la 
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moralidad y el patrimonio públicos, que son protegidos a través de la acción 
popular”51. 
 
Ahora bien, retomando los pronunciamientos del Consejo de Estado sobre el tema, es 
de anotar que en varios de sus fallos ha señalado que la vulneración del derecho 
colectivo a la moralidad administrativa implica la existencia paralela de una violación 
del principio de legalidad, es decir, el incumplimiento por parte del servidor público de 
las normas constitucionales o legales o la omisión o extralimitación en el ejercicio de 
sus funciones. No obstante, al mencionar este tema el alto tribunal ha indicado que 
para que la violación del principio de legalidad pueda constituir una afectación real a la 
moralidad administrativa es necesario “… que la decisión u omisión cuestionada se 
hayan realizado con desviación de poder, o con un interés ajeno al que debe inspirar el 
acto”52.  
 
En la mencionada providencia se señala que no basta con demostrar la acción u 
omisión de la administración para que se consolide una afectación a la moralidad 
administrativa, sino que se requiere además que se encuentre probado que dicha 
actuación “… obedece a finalidades de carácter particular con el objeto de favorecer 
intereses propios o de terceros con claro desconocimiento de los principios de la 
administración”53.  
 
En este sentido, la jurisprudencia ha reiterado que debido a que la ilegalidad no 
conduce necesariamente a la vulneración de la moralidad administrativa, corresponde 
al actor popular una carga procesal adicional que está determinada por la obligación de 
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probar las razones por las cuales se considera violado dicho derecho colectivo. En 
atención a lo anterior, el Consejo de Estado ha indicado que al juez de la acción popular 
“… le corresponde superar los límites de la revisión de ilegalidad de la actuación con la 
que según la demanda se vulnera la moralidad administrativa, para extender su análisis 
a las motivaciones que llevaron al funcionario a ejecutar la acción”54.  
 
Este contexto ha permitido al máximo órgano de la jurisdicción contencioso 
administrativa señalar que existe una estrecha vinculación entre el derecho colectivo a 
la moralidad administrativa y la desviación del poder, situación que se evidencia en el 
hecho de que deben considerarse como inmorales todas las actuaciones que “… no 
respondan al interés de la colectividad y específicamente, al desarrollo de los fines que 
se buscan con las facultades concedidas al funcionario que lo ejecuta”55.  
 
 
2.3.1 Caso de aplicación de la desviación de poder y favorecimiento de intereses 
individuales como criterio para la protección de la moralidad administrativa por vía de 
acción popular. El estudio jurisprudencial realizado permitió identificar varios casos en 
los que el Consejo de Estado hizo uso de la figura de la desviación del poder como 
criterio para determinar la vulneración del derecho colectivo a la moralidad 
administrativa. Ejemplo de esto es el proceso de acción popular iniciado por la 
Procuraduría General de la Nación y cuya sentencia de segunda instancia fue emitida 
por el Consejo de Estado en el año 2005.  
 
La mencionada sentencia decide un recurso de reposición interpuesto contra una 
providencia proferida por el Tribunal Administrativo del Cesar mediante la cual se 
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decidió proteger los derechos colectivos a la moralidad administrativa y el patrimonio 
público. Los hechos esbozados por el actor popular señalan que en 1999 la 
Gobernación del Cesar suscribió un contrato con el señor Amadeo Tamayo Morón, cuyo 
objeto era asesorar al departamento y realizar los estudios e informes necesarios para 
la obtención de una indemnización derivada del incumplimiento legal del gobierno 
nacional dentro del proceso de privatización del sector eléctrico en la costa atlántica y 
la realización de las acciones pertinentes para representar al departamento en el 
proceso liquidatorio de Electrocesar S.A. E.S.P. 
 
El 2 de octubre de 2000 las partes suscribieron el acta de liquidación del mencionado 
contrato, previa presentación de un informe de gestión que en su mayoría contenía 
actuaciones realizadas por el señor Tamayo Morón de forma previa a la suscripción del 
contrato. En el mismo documento las partes acordaron reducir los honorarios del 
contratista que pasaron del 16% al 10% del total de dinero, que según los intervinientes, 
habría ingresado a las arcas del departamento como consecuencia de su gestión.  
 
La Procuraduría General de la Nación, en calidad de actor popular, formuló en su 
demanda las siguientes pretensiones: decretar la rescisión del contrato de prestación 
de servicios celebrado entre Amadeo Tamayo Morón y el departamento del Cesar; 
declarar sin efecto la liquidación del mencionado contrato; ordenar el no pago al 
demandado de las sumas acordadas en el contrato, y determinar el justo precio que 
corresponda pagar al abogado por concepto de honorarios referentes a las gestiones 
adelantadas.  
 
En la providencia mediante la cual el Consejo de Estado decide el recurso de apelación, 
se señala que se entiende “como contraria a la moralidad administrativa toda actuación 
no coherente con el interés de la colectividad y, en particular, con los fines que 
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persiguen las facultades asignadas al funcionario que las ejerce”56. Asimismo, hace 
referencia a la estrecha relación existente entre la moralidad administrativa y la 
defensa del patrimonio público en los siguientes términos:  
“aunque pueda imaginarse un daño a la moralidad administrativa aislado de sus 
consecuencias..., en la práctica, es difícil concebir un evento en que la administración 
se separe de los imperativos del principio de la moralidad sin afectar otros derechos 
colectivos como el de la defensa del patrimonio público, entre otros”57. 
 
Al entrar a evaluar la vulneración de la moralidad administrativa en el caso específico, la 
Sección Tercera del Consejo de Estado acude al concepto de desviación del poder, 
considerando que el hecho de que en el acta de liquidación del contrato se hubieran 
incluido actividades desplegadas con antelación al perfeccionamiento del mismo y 
estas se hayan tenido en cuenta para la liquidación de los honorarios del contratista, 
constituyen prueba indiciaria de la configuración de desviación de poder en el caso 
objeto de estudio. Para el Consejo de Estado este fenómeno es entendido como “el 
vicio consistente en desviar un poder legal del fin para el cual fue instituido, haciéndolo 
servir para finalidades para las cuales no está destinado”58  
 
En torno a este tema la sala agrega que el acta de liquidación presentada en este caso 
se aparta del fin señalado en la Ley 80 para dicho acto, en atención a que las partidas 
económicas contenidas en la misma no se generaron mediante el desarrollo del objeto 
contractual, sino que por el contrario “varias de ellas se reconocieron como 
consecuencia de actuaciones previas al perfeccionamiento del contrato en estudio, de 
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modo que en este evento el funcionario público hizo uso de sus poderes con un fin 
distinto de aquel para el cual han sido conferidos”. 
 
El Consejo de Estado consideró que en este caso la inclusión de actividades ajenas al 
contrato en el acta de liquidación, que es un documento destinado por ley a tratar 
asuntos propios del contrato al que hace referencia, constituye “una flagrante 
amenaza para la moralidad administrativa y el patrimonio público del departamento del 
Cesar”59. Para ese alto tribunal dicha amenaza a los derechos colectivos, 
específicamente la existencia de desviación de poder, está determinada porque los 
hechos antes mencionados contaron con el aval del entonces gobernador del Cesar y 
se encuentra plenamente demostrado que:  
“… el patrimonio no fue manejado de acuerdo con la legislación vigente y con la 
debida diligencia y cuidado, que se advierte indiciariamente con la inclusión de 
conceptos que no podían ser incorporados en el acta de liquidación en tanto se trata 
de actividades anteriores al perfeccionamiento del contrato, actuación que desconoce 
palmariamente los fines que busca la ley 80 respecto del acto de liquidación, al buscar 
favorecer los intereses pecuniarios del particular”. 
 
Es así como el desarrollo normativo expuesto por el Consejo de Estado, conduce a 
determinar la vulneración del derecho colectivo a la moralidad administrativa y para 
garantizar su protección se dispuso lo siguiente: amparar los derechos colectivos a la 
moralidad administrativa y a la defensa del patrimonio público; suspender el acta de 
liquidación bilateral del contrato administrativo hasta el momento en que el juez 
natural del contrato tome una determinación final sobre su validez; y la fijación de un 
incentivo económico equivalente a 10 salarios mínimos a cargo de Lucas Segundo 
Gnecco Cerchar, entonces gobernador del departamento del Cesar y el contratista, 
Amadeo Tamayo Morón. El caso expuesto permite evidenciar la posibilidad de 
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demostrar la vulneración del derecho colectivo a la moralidad administrativa aduciendo 
la existencia del vicio de desviación del poder. 
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3. CASOS PARADIGMÁTICOS DE PROTECCIÓN DEL DERECHO COLECTIVO A LA 
MORALIDAD ADMINISTRATIVA 
 
 
Como ya se ha expuesto en apartes anteriores, desde la entrada en vigencia de la Ley 
472, el desarrollo práctico que han tenido las acciones populares ha contribuido de 
manera positiva a la protección de derechos colectivos, en especial la moralidad 
administrativa. Si bien respecto a este último derecho en particular no existe un 
desarrollo legal diferente a la Ley 472, los fallos judiciales han intentado dotar de 
contenido el derecho y se han acercado al establecimiento de criterios identificadores 
de las situaciones en las que este se ve vulnerado , tal como se expuso en el capítulo 
anterior. 
 
Además de los casos que han permitido el desarrollo y evolución de las acciones 
populares que buscan la protección de la moralidad administrativa, y que se convierten 
en referente a la hora de fallar nuevos asuntos, existen dos casos que se destacan por 
haber puesto en la agenda pública la necesidad de proteger la moralidad administrativa 
frente a actuaciones inapropiadas al interior de la administración pública, en especial 
respecto del manejo de los recursos de la nación. Estos son conocidos como las 
acciones populares de Dragacol e Invercolsa.  
 
A pesar del despliegue mediático que estas acciones generaron en su momento, y 
destacando que en ambos el juez de conocimiento protegió el derecho colectivo a la 
moralidad administrativa, es necesario señalar que con posterioridad a la expedición de 
los respectivos fallos de acción popular, se han presentado algunos inconvenientes 
relacionados, en primer lugar, con la dificultad para hacer efectivos los fallos de acción 
popular y, en segundo lugar, con la complejidad de los hechos que no solo derivaron en 
la interposición de acciones populares sino que también originaron investigaciones de 
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tipo penal, fiscal, disciplinario y acciones de carácter contractual que han creado un 
ambiente de incertidumbre respecto a la efectividad de la acción popular. 
  
Asimismo, llama a la atención que a pesar de que en los dos fallos se protege el 
derecho colectivo a la moralidad administrativa, los mismos no hacen un desarrollo 
exhaustivo del tema, hecho que dificulta entender las razones por las cuales se 
protegió el mencionado derecho sin tener que acudir a la noción de patrimonio público, 
que tal como se ha mencionado, se asocia comúnmente con la moralidad 
administrativa.  
 
Para la presentación de los dos casos mencionados se partió del método francés de 
análisis de sentencias. Sin embargo, fueron introducidos algunos cambios al mismo con 
el objetivo de hacer explícito el desarrollo que dentro de los fallos tiene el concepto de 
moralidad administrativa como derecho colectivo y presentar los avances que han 
tenido los casos después del fallo de la acción popular, así como realizar una breve 
mención a los procesos iniciados en otras jurisdicciones por los mismos hechos, de 
manera que permitieran dimensionar la complejidad de los asuntos tratados.  
  
 
3.1 CASO DRAGACOL 
Datos identificadores 
Consejo de Estado 
Sala de lo Contencioso Administrativo 
Sección cuarta 
Consejero ponente: Ligia López Díaz 
Actor: Contraloría General de la República y Jaime Botero Correa 
Demandado: Ministerio de Transporte y la Sociedad de Dragados y Construcciones de 
Colombia y del Caribe S. A. (Dragacol) 
Fecha: 31 de mayo de 2002 
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Número de radicación: 25000-23-24-000-1999-9001-01, acumulado con el número 25000 
23 24 000 1999 0537 01 
 
Introducción 
La sentencia resuelve el recurso de apelación interpuesto por los accionantes contra la 
Sentencia de primera instancia del 18 de septiembre de 2001 emitida por el Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca, la cual negó las pretensiones de la acción popular 
formulada contra el Ministerio de Transporte y Dragacol. 
  
Hechos 
1) El 3 de julio de 1998, el señor Reginaldo Bray Bohórquez, en calidad de 
apoderado de Dragacol, solicitó al Centro de Arbitraje y Conciliación de la 
Cámara de Comercio de Bogotá la convocatoria de un Tribunal de Arbitramento 
contra el Ministerio de Transporte, teniendo como pretensión principal la suma 
de dos mil trescientos setenta y siete millones ciento ochenta y tres mil 
setecientos cincuenta y ocho ($2.377.183.758), más la indemnización de los 
perjuicios morales y materiales incluyendo daño emergente y lucro cesante, así 
como la actualización respectiva de dichas sumas.  
2) El Centro de Arbitraje de la Cámara de Comercio de Bogotá fijó el 15 de 
septiembre como fecha para adelantar la audiencia de conciliación dentro del 
trámite arbitral. En esta oportunidad, las partes asistieron y solicitaron 
suspender la actuación, con el fin de continuarla los días 18 y 23 de septiembre y 
el 7, 17 y 28 de octubre de 1998, fechas en las cuales se adelantó la etapa de 
conciliación, sin que se produjera ningún acuerdo. 
3) El Centro de Arbitraje determinó que el 11 de noviembre de 1998 se celebraría la 
audiencia de instalación del Tribunal de Arbitramento, la cual no se realizó 
debido a que las partes desistieron del proceso. 
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4) El 23 de septiembre de 1998 Mauricio Cárdenas, Ministro de Transporte, y 
Reginaldo Bray, formularon ante el Centro de Arbitraje de la Cámara de 
Comercio de Bogotá solicitud de conciliación extrajudicial. 
5) El 6 de noviembre de 1998, se celebró la audiencia de conciliación acordando 
que Dragacol desistiría del trámite arbitral que convocó y de los procesos 
ejecutivos adelantados contra el Ministerio de Transporte ante el Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca, y a su vez, el Ministerio de Transporte se 
obligaba a cancelar a favor de Dragacol, la suma de veintiséis mil millones de 
pesos ($26.000.000.000) por los siguientes conceptos: 
- $3.818.490.408 correspondientes a las actas de obra pendientes de pago de 
los contratos 318/94, 286/96, 95-04-003/95 y sus adicionales, cuyos derechos 
económicos fueron cedidos a favor de Dragacol S.A. por el Departamento del 
Valle. 
- $2.052.607.047 por concepto de las actas de obra pendientes de pago del 
contrato 098 de 1995. 
- $2.997.214.330 equivalentes a las actas de obra pendientes de pago del 
contrato 234 de 1994. 
- $521.516.200 por las actas de obra pendientes de pago del contrato 
interadministrativo 217 de 1996, en desarrollo del cual el Departamento del 
Atlántico celebró con Dragacol S.A. el contrato 01-15-97-003 y cuyos derechos 
económicos fueron cedidos a favor de ésta por el Departamento del 
Atlántico. 
- $15.386.069.548 correspondientes a 491 días de stand-by, a un valor diario de 
$13.000.000, con un índice de ajuste de 2.091 más intereses del 1% mensual a 
partir de junio de 1997, mes en el cual se vencía el plazo para llevar a cabo la 
liquidación de los contratos. 
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- Restablecimiento del equilibrio financiero de los contratos 234 de 1994 y 098 
de 1995 por los 491 días en que las dragas estuvieron en stand by, por un valor 
de $15.386.069.548,23. 
6) El Ministerio de Transporte pagó a Dragacol la suma de $17.600.000.000, en 
virtud del acuerdo conciliatorio, quedando por cancelar un saldo 
$8.400.000.000. 
7) La Unidad de Investigaciones Fiscales de la Contraloría General de la República 
abrió investigación fiscal contra Dragacol por la suscripción del acta de 
conciliación suscrita el 6 de noviembre de 1998 en el Centro de Arbitraje y 
Conciliación de la Cámara de Comercio de Bogotá. 
8) El ciudadano Jaime Botero Correa y la Contraloría General de la República 
interpusieron una acción popular invocando la protección de los derechos 
colectivos a la moralidad administrativa y al patrimonio público, puesto que 
consideran que con la conciliación Dragacol cobró sumas de dinero que no 
correspondían a lo que se adeudaba en realidad.  
9) La Sección Primera, Subsección A, del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 
profirió sentencia de primera instancia, negando las pretensiones de los 
demandantes y determinó que no existía vulneración a los derechos colectivos 
al patrimonio público y a la moralidad administrativa, debido a que desde su 
perspectiva, sólo a través de un juicio de responsabilidad fiscal se puede 
establecer si existió desmedro al patrimonio público para ordenar la restitución 
de los dineros públicos pagados sin justa causa. 
 También estableció que no corresponde a la jurisdicción constitucional adelantar 
este tipo de procesos por cuanto la competencia del juez del contrato y la del 
órgano de control fiscal no puede ser suplantada, razón por la cual consideró 
improcedente la acción popular. 
10) Los accionantes decidieron apelar la sentencia de primera instancia por 
considerar que existían pruebas suficientes para demostrar la vulneración de los 
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derechos colectivos a la moralidad administrativa y al patrimonio público en el 
caso en estudio.  
11) En segunda instancia, la Sección Cuarta del Consejo de Estado ordenó revocar la 
sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca teniendo en 
consideración que el hecho de que se adelanten actuaciones paralelas tales 
como juicios de responsabilidad fiscal o investigaciones disciplinarias, no impide 
el ejercicio de la acción popular. 
 
Pretensiones 
• Declarar que el acta de conciliación suscrita el 6 de noviembre de 1998 carece de 
efectos jurídicos por no haber sido sometida a la aprobación judicial 
correspondiente y haber conciliado respecto de pretensiones que estaban 
inmersas en procesos judiciales anteriores, y que tenían como base un contrato 
que había sido cedido al Banco Uconal, entidad que no participó en la audiencia.  
• Restituir las cosas al estado anterior a la celebración de la audiencia de 
conciliación, adquiriendo de esta forma Dragacol la obligación de reintegrar 
$17.600.000.000 a la Tesorería de la Nación. 
• Ordenar al Ministerio de Transporte abstenerse de pagar el saldo pendiente de 
la conciliación por valor de $8.400.000.000. 
• Reconocer y pagar los incentivos que estipula la ley a favor del actor popular por 
concepto del valor recuperado. 
• Aclarar que los efectos jurídicos de la acción popular no tienen ninguna 
incidencia sobre los procesos de responsabilidad fiscal que pueda adelantar la 
Contraloría General por hechos similares. 
 
Problema de derecho 
¿La celebración de la conciliación prejudicial sin el cumplimiento de los requisitos 
establecidos en la ley y fundamentada en actuaciones dolosas e ilegales, da lugar a la 
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inexistencia de la misma, por vulnerar los derechos colectivos al patrimonio público y a 
la moralidad administrativa?  
 
Solución de la jurisdicción 
La Sección Cuarta del Consejo de Estado ordenó revocar la sentencia proferida el 18 de 
septiembre de 2001 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca y en su lugar 
ordenó: 
 
1. Amparar los derechos colectivos a la moralidad administrativa y a la defensa del 
patrimonio público, vulnerados por la conciliación que se suscribió. 
2. Dejar sin efecto el Acta del Acuerdo Conciliatorio suscrita el 6 de noviembre de 
1998, por el Ministerio de Transporte y Dragacol. 
3. Ordenar al Ministerio de Transporte que se abstuviera de hacer los pagos 
restantes derivados del acuerdo conciliatorio que se encontraban pendientes. 
4. Ordenar a Dragacol el reintegro, dentro de los tres meses siguientes a la 
notificación de esta providencia, la suma de $13.069´569.621.01, correspondiente 
a la cifra pagada en exceso por el Ministerio de Transporte. 
5. Decretar medidas cautelares sobre las dragas, las naves y las cuentas corrientes 
o de ahorros que se encuentren a nombre de Dragacol. 
6. Declarar responsable solidariamente al exministro de Transporte, Mauricio 
Cárdenas Santamaría, por el valor no recuperado de lo pagado en exceso. 
7. Otorgar a los accionantes, a título de incentivo, el quince por ciento (15%) del 
valor que llegue a recuperar el Ministerio de Transporte. 
8. Integrar un comité encargado de verificar el cumplimiento de la sentencia, 
compuesto por el Contralor General de la República, el ministro de Transporte, 
el Procurador General de la Nación, el Defensor del Pueblo, el Fiscal General de 
la Nación, o sus respectivos delegados, y Jaime Botero Correa, quien actúa 
como actor popular. 
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Desarrollo argumentativo del fallo 
I. La protección de los derechos colectivos a la moralidad administrativa y al 
patrimonio público puede invocarse a través de la acción popular, aún cuando se 
encuentren vigentes investigaciones fiscales sobre los mismos hechos. 
 
a. La naturaleza de las acciones populares es preventiva y correctiva en la 
medida en que busca, a través de un procedimiento preferencial, evitar el 
daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o 
agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a su 
estado anterior cuando fuere posible, de manera que se resuelva la 
controversia independientemente de los procedimientos legales en los que 
puedan pretenderse fines similares. 
b. Las acciones populares son principales, razón por la cual en el evento en 
que como consecuencia de una acción u omisión de la administración se 
vulneren o amenacen derechos colectivos procede la acción popular a pesar 
de que existan procesos de tipo penal, fiscal o disciplinario que se adelanten 
por los mismos hechos.  
 
II. La realización de la conciliación sin el cumplimiento de los requisitos 
establecidos vulnera los derechos colectivos a la moralidad administrativa y al 
patrimonio público. 
 
a. Las entidades de derecho público que acuden a la conciliación como 
mecanismo de solución de conflictos están disponiendo de los dineros 
públicos, razón por la cual la ley establece parámetros rígidos que debe 
seguir el funcionario público en los casos de conciliaciones, los cuales deben 
ser cumplidos de manera estricta con el fin de salvaguardar los bienes 
estatales y evitar la vulneración de derechos colectivos. 
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b. En el caso concreto, se incumplieron algunos de los requisitos establecidos 
para concretar la conciliación entre el Ministerio de Transporte y Dragacol, 
razón por la cual se vulneraron los derechos colectivos a la moralidad 
administrativa y al patrimonio público, en la medida en que se comprobó 
que una actuación irresponsable de agentes estatales permitió autorizar el 
reconocimiento de sumas que no correspondían a la realidad. Es por esto, 
que con el fin de proteger los derechos colectivos a la moralidad 
administrativa y al patrimonio público se hace necesario dejar sin efecto los 
actos mediante los cuales se materializó su vulneración. 
 
3.1.1 Consideraciones y evolución del caso 
3.1.1.1 Referencia a la moralidad administrativa en el fallo. El Consejo de Estado parte 
por recordar que la moralidad administrativa como derecho colectivo no se encuentra 
definida ni en la Constitución ni en la ley que regula las acciones populares, y en este 
sentido, retoma la postura desarrollada en años anteriores sobre su carácter de norma 
en blanco que para su protección requiere de la labor interpretativa por parte del juez 
en el caso concreto.  
 
Uno de los aspectos relevantes de este fallo es que hace énfasis en la relación existente 
entre la moralidad administrativa como derecho colectivo y como principio de la 
función pública. El planteamiento anterior lleva a que en el fallo se proteja la moralidad 
como derecho colectivo argumentando desde su perspectiva como principio, donde el 
Consejo de Estado aduce que desde la perspectiva de los principios constitucionales, la 
moralidad administrativa “está vinculada a que el manejo de la actividad administrativa 
se realice con pulcritud y trasparencia, con la debida diligencia y cuidado que permitan 
que los ciudadanos conserven la confianza en el Estado y se apersonen de él”. Acto 
seguido, el alto tribunal afirma que favorecer los intereses personales o de terceros 
desatendiendo el interés general, transgrede el ordenamiento jurídico y, en 
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consecuencia, se constituye en una situación susceptible de ser amparada a través de 
acciones populares. 
 
En la misma línea argumentativa se reconoce la procedencia de las acciones populares 
en materia de contratación pública, bajo la óptica de la moralidad administrativa no 
sólo como un derecho y un principio sino también como un deber de quienes 
desempeñan funciones públicas, en la medida que deben velar por el correcto manejo 
de los recursos y bienes públicos teniendo siempre presente el acatamiento del interés 
general, la transparencia y la racionalidad en el manejo de los recursos.  
 
Para finalizar, retomando lo expuesto por la jurisprudencia acerca del carácter de 
norma abierta de la moralidad y teniendo en cuenta los principios generales del 
derecho y la “justificación administrativa”, el Consejo de Estado reafirma que para que 
exista vulneración a la moralidad administrativa, bien sea por acción u omisión de un 
servidor público o de un particular, debe probarse una agresión al ordenamiento 
jurídico y a los principios legales y constitucionales que inspiran la administración 
pública. 
  
3.1.2 Procesos en otras jurisdicciones. Acción de tutela: Mauricio Cárdenas Santamaría 
instauró acción de tutela contra la sentencia proferida por el Consejo de Estado el 31 de 
mayo de 2002. En su opinión, la Sección Cuarta de este tribunal incurrió en una vía de 
hecho al fallar sobre la acción popular que amparó los derechos colectivos a la 
moralidad administrativa y el patrimonio público en virtud de la conciliación realizada 
por el Ministerio de Transporte y Dragacol. La acción de tutela interpuesta aduce la 
vulneración al derecho fundamental al debido proceso en relación con la sentencia del 
Consejo de Estado, que en su parte resolutiva declara responsable solidariamente junto 
con Dragacol, al ex ministro de Transporte, Mauricio Cárdenas Santamaría, por el valor 
no recuperado que fue pagado en exceso a través de la conciliación realizada. Dicha 
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declaración de responsabilidad solidaria es soportada en la aplicación del artículo 40 de 
la Ley 472 de 1998. 
 
Algunos de los argumentos expuestos por el señor Cárdenas Santamaría están 
relacionados, en primer lugar, con que el fallo del Consejo de Estado desconoció el 
resultado de diferentes investigaciones de carácter penal y fiscal entre otras 
relacionadas con el caso, en donde se reconoció la buena fe en su actuación como 
ministro de Transporte y se declaró la ausencia de culpa grave o dolo en relación con la 
conciliación realizada con Dragacol mientras ejercía como ministro.  
 
En segundo lugar, aduce que la aplicación del artículo 40 de la Ley 472 para determinar 
la responsabilidad solidaria, fue hecha de manera retroactiva sin que esto fuera posible. 
Lo anterior en atención a que la Ley 472 fue promulgada el 5 de agosto de 1998 y 
empezó a regir desde el 5 de agosto de 1999, mientras que los hechos objeto de 
estudio acontecieron con antelación a su entrada en vigencia.  
 
En tercer lugar, afirma que la responsabilidad solidaria como ex ministro en el caso, 
sólo podía determinarse a través de una acción de repetición y no mediante la 
utilización de una acción popular, es decir, que desde su perspectiva se debió haber 
aplicado la Ley 678 de 2001 y no la 472 de 1998. Por último, argumenta que ante la 
ausencia de contenido del derecho colectivo a la moralidad administrativa, el Consejo 
de Estado no podía determinar el alcance de dicho derecho en la medida que se 
desconoce el principio de legalidad, y en este sentido se debió esperar a que una ley 
determinara el alcance de este derecho.  
 
Fallo de la acción de tutela: la acción de tutela fue conocida en primera instancia por la 
Sección Quinta del Consejo de Estado que, mediante sentencia del 4 de septiembre de 
2003 la rechazó por considerar que no era procedente este tipo de acciones contra 
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providencias judiciales debido a que desconocería los principios de cosa juzgada, 
seguridad jurídica e independencia judicial.  
 
La Sección Primera del Consejo de Estado conoció el caso en segunda instancia y en 
sentencia del 30 de enero de 2004 confirmó la decisión de la Sección Quinta 
argumentando que la intención del artículo 40 de la Ley 472 no es crear nuevas 
obligaciones sino hacer efectiva la existente y perseguir su cumplimiento a través de la 
acción popular, así como su carácter restitutorio y no sancionatorio lo que imposibilita 
su aplicación de manera retroactiva.  
 
A su vez, el fallo reafirmó el carácter autónomo de la acción popular y la diferencia a la 
hora de determinar la responsabilidad en este contexto respecto de la acción de 
repetición. Por último, en relación con el contenido de la moralidad administrativa 
como derecho colectivo, la Sección Primera adujo que la acción de tutela no es el 
medio judicial idóneo para reclamara ese tipo de pretensiones. 
 
SU 881 de 2005: la Corte Constitucional revisó la tutela interpuesta por Mauricio 
Cárdenas Santamaría y los fallos proferidos en primera y segunda instancia, a partir de 
una solicitud de insistencia elevada por la Defensoría del Pueblo. El alto tribunal 
constitucional, luego de analizar las pruebas existentes, las pretensiones y los 
argumentos contenidos en la acción de tutela y los fallos de las dos instancias que 
conocieron el caso, decide revocar la decisión de segunda instancia, y en su lugar 
amparar el derecho fundamental al debido proceso de Mauricio Cárdenas Santamaría, 
dejando sin efecto la parte resolutiva de la sentencia de la Sección Cuarta del Consejo 
de Estado emitida el 31 de mayo de 2002 que lo declaraba responsable solidariamente.  
 
Para llegar a esta decisión, la Corte Constitucional hace una breve mención a los casos 
en que proceden tutelas contra providencias judiciales, para luego concentrarse en 
analizar si la sentencia del Consejo de Estado violó el derecho al debido proceso y el 
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principio de legalidad, al aplicar el artículo 40 de la Ley 472 de 1998 y declarar 
responsables solidariamente a Mauricio Cárdenas Santamaría y Dragacol. Respecto de 
la aplicación del artículo 40, luego de hacer una minuciosa exposición acerca de la 
aplicación de la ley en el tiempo, la Corte concluye que su naturaleza como norma 
sustancial implica que su aplicación sea a futuro y no puede entrar a regir situaciones 
anteriores sin desconocer el principio de legalidad. En el caso concreto la Corte afirmó 
que:  
“Al no estar vigente con anterioridad a la ocurrencia de la conciliación entre Dragacol 
y el Ministerio una norma que indicara que los representantes legales de las entidades 
afectadas en su patrimonio por actuaciones contrarias a la moralidad administrativa 
responderían de manera solidaria, debido a la vigencia posterior del artículo de la Ley 
472, en virtud de lo dispuesto por el artículo 88 de ésta, era imposible juzgar a la luz 
del artículo 40 el comportamiento de Mauricio Cárdenas”60. 
 
De esta manera, la Corte Constitucional rechaza la aplicación del mencionado artículo 
de la Ley 472 afirmando que no era posible determinar la responsabilidad solidaria en 
este caso debido a que para el momento de la conciliación, la disposición normativa no 
se encontraba vigente, por lo que el Consejo de Estado incurrió en una vía de hecho. 
Adicionalmente, la Corte afirma que en la medida en que la sentencia del Consejo de 
Estado tiene un carácter condenatorio, a través de la cual se busca imponer al 
demandado el cumplimiento de determinada prestación, esta debía fundarse en una 
norma sustancial que existiera con anterioridad al hecho generador del daño, lo que en 
el presente caso no se cumple, en tanto que la conciliación fue efectuada el 6 de 
noviembre de 1998 y la Ley 472 entró a regir el 5 de agosto de 1999.  
 
En este mismo sentido, la Corte afirma que no era posible aplicar el artículo 26 de la 
Ley 80, como lo plantea la segunda instancia que conoce la acción de tutela, debido a 
que dicha norma, aunque estaba vigente al momento de la conciliación, solo puede ser 
                                                      
60 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU 881 del 25 de agosto de 2005. M.P. MONROY CABRA, Marco 
Gerardo. Referencia: T-864943. 
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aplicada para declarar la responsabilidad simple de los servidores públicos que 
intervienen en procesos de contratación estatal. 
 
Finalmente, la Corte hace referencia a las demás disposiciones de la Sentencia del 
Consejo de Estado, aclarando que su decisión afecta exclusivamente el numeral 6 de la 
parte resolutiva del fallo de segunda instancia, donde se declara responsable 
solidariamente a Mauricio Cárdenas Santamaría y, por tanto, el resto del fallo se 
mantiene en firme. Lo anterior implica que la declaración de afectación a los derechos 
colectivos a la moralidad administrativa y al patrimonio público y la orden de 
reembolso del dinero pagado de manera indebida con el proceso conciliatorio no 
sufrieron ningún cambio.  
 
Proceso de responsabilidad fiscal: en marzo de 1999 la Contraloría General de la 
República abrió un proceso de responsabilidad fiscal a raíz de la conciliación realizada 
entre el Ministerio de Transporte y Dragacol. Durante la primera etapa del proceso se 
exoneró de responsabilidad a Mauricio Cárdenas Santamaría y a otros funcionarios del 
Ministerio de Transporte que habían sido vinculados a la investigación. El fallo de 
primera instancia declaró la responsabilidad fiscal de los miembros del comité de 
conciliación, conformado por el viceministro de transporte, el secretario general, el 
jefe de la oficina jurídica y el subdirector financiero del Ministerio de Transporte, y la 
sociedad Dragacol, representada legalmente por Reginaldo Bray.  
 
Al surtirse la segunda instancia, se confirmó la responsabilidad fiscal de Dragacol por 
un total de $16.295 millones, y del jefe de la oficina jurídica del Ministerio de Transporte 
quien, con el pago de las sumas acordadas en la conciliación del 6 de noviembre de 
1998, generó un detrimento al patrimonio público estimado en $3.226 millones.  
 
Proceso penal: respecto de la conciliación entre el Ministerio de Transporte y Dragacol, 
también fue iniciada una investigación penal dentro de la cual la Fiscalía General de la 
Nación decidió imputar cargos contra la mayoría de los miembros del comité 
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conciliatorio del Ministerio de Transporte y el representante legal de Dragacol por la 
comisión del delito de peculado por apropiación. Sin embargo, en el año 2000 la 
Fiscalía decidió retirar los cargos que pesaban contra el ex ministro de Transporte 
Mauricio Cárdenas Santamaría, quedando vinculados al proceso, Reginaldo y Alfred 
Bray, dueños de Dragacol, Juan Alberto Páez, ex viceministro del Transporte; Darío 
Velandia, ex secretario general de esa misma carteras, y Juan Carlos Chávez, exjefe de 
la oficina jurídica del Ministerio de Transporte. 
 
Hasta el momento, dentro los procesos penales no se ha tomado una decisión de 
fondo debido principalmente a que el juez de conocimiento ha sido sustituido en 
numerosas oportunidades por distintas circunstancias. Asimismo, destaca que 
mientras el caso estaba bajo el conocimiento del juez 54 penal del Circuito de Bogotá, 
se produjo un vencimiento de términos que tuvo como consecuencia la libertad 
condicional de todos los vinculados al proceso. Adicionalmente, en diciembre de 2008 
el juez tercero penal del Circuito de Bogotá determinó absolver a Reginaldo Bray, 
representante legal de Dragacol, al no encontrar el material probatorio suficiente que 
comprobar su responsabilidad desde el aspecto penal.  
 
3.2 CASO INVERCOLSA 
Datos identificadores:  
Consejo de Estado 
Sala Plena de lo Contencioso Administrativo 
Magistrado ponente: Camilo Arciniegas Andrade 
Actor: Javier Armando Rincón y Héctor Alfredo Suárez Mejía 
Demandado: Ecopetrol y Fernando Londoño Hoyos 
Fecha: 9 de diciembre de 2003 
Número de radicación: 25000 – 23 - 26 – 000 – 2002 – 1204 – 01 (AP) IJ 
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Introducción 
La sentencia resuelve los recursos de apelación interpuestos por los actores populares 
contra la sentencia proferida por la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca el 8 de abril de 2003, fallo que denegó las pretensiones de la acción 
popular instaurada por Javier Armando Rincón y Héctor Alfredo Suárez Mejía, contra la 
Empresa Colombiana de Petróleos (Ecopetrol) y Fernando Londoño Hoyos.  
 
Hechos 
1) El 2 de mayo de 1997, Fernando Londoño Hoyos, a través de una subasta 
efectuada por la Bolsa de Valores de Bogotá, compró acciones de la empresa 
Inversiones de Gases de Colombia S.A. (Invercolsa) de propiedad de Ecopetrol, 
por un valor de $9.274 millones. Para poder ejecutar la compra adujo que 
ostentaba la calidad de trabajador de Invercolsa, la cual en realidad no poseía 
debido a que su vínculo con dicha compañía era de carácter comercial.  
2) La acreditación de la calidad de funcionario de Invercolsa le permitió a Fernando 
Londoño Hoyos obtener condiciones preferenciales para la adquisición de la 
participación social estatal, haciendo uso de una opción que de acuerdo al 
régimen aplicable a la enajenación de acciones pertenecientes a empresas con 
participación estatal corresponde inicialmente a los trabajadores de la misma. La 
operación mencionada le permitió a Londoño adquirir el 20% de la participación 
accionaria de Invercolsa.  
3) Ecopetrol instauró una acción de carácter civil contra Fernando Londoño Hoyos, 
que actualmente cursa en el Juzgado 28 Civil del Circuito de Bogotá. El 
mencionado proceso tiene como sustento la existencia de un detrimento 
patrimonial a la compañía en atención a que Londoño adquirió las acciones a un 
precio menor al que habría podido obtener en caso de que ningún trabajador 
hubiera ejercido la opción de compra de las mismas.  
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4) Javier Armando Rincón Gama y Héctor Alfredo Suárez Mejía interpusieron una 
acción popular invocando la protección de los derechos colectivos a la 
moralidad administrativa y al patrimonio público. 
5) La Sección Tercera, Subsección A del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 
se pronunció en fallo de primera instancia sobre la acción popular impetrada. En 
dicha decisión consideró que en el caso objeto de estudio no existía vulneración 
a los derechos colectivos al patrimonio público y a la moralidad administrativa.  
6) Adicionalmente, estableció que a pesar de que la Sala Laboral del Tribunal 
Superior de Bogotá determinó que el señor Fernando Londoño Hoyos no 
ostentaba la calidad de trabajador de Invercolsa, este hecho no tenía relevancia 
para el proceso de acción popular en consideración a que dicha declaración se 
hizo con posterioridad al proceso de compra de las acciones. 
7) En segunda instancia, la Sala Plena del Consejo de Estado, ordenó revocar la 
sentencia proferida por la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca. 
 
Pretensiones 
• Proteger a los derechos colectivos al patrimonio público y a la moralidad 
administrativa. 
• Declarar que con la venta de las acciones de Invercolsa, propiedad de 
ECOPETROL, a Fernando Londoño Hoyos, se vulneraron los preceptos 
constitucionales y legales relativos a la democratización de la propiedad 
accionaria, razón por la cual el proceso de venta debe quedar sin efecto. 
• Restituir las cosas al estado anterior a la venta. 
• Ordenar al Estado el pago de los perjuicios que se causaron como consecuencia 
de la venta y reconocer el incentivo a los demandantes. 
• Condenar en costas a la parte demandada. 
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Problema de derecho  
¿La compra de las acciones de Ecopetrol sin observar los requisitos establecidos en la 
Constitución y en la ley, da lugar a la nulidad de la misma en consideración a que se 
vulneraron los derechos colectivos al patrimonio público y a la moralidad 
administrativa?  
 
Solución de la jurisdicción 
La Sala Plena del Consejo de Estado revocó la sentencia proferida por la Sección 
Tercera de ese alto tribunal, y en su lugar ordenó lo siguiente:  
 
a) Amparar los derechos colectivos a la moralidad administrativa y al patrimonio 
público. 
b) Declarar nula e ineficaz la compra hecha por Fernando Londoño Hoyos por 
contrariar las normas de derecho público.  
c) Inscribir la sentencia en el libro de Registro de Acciones de Invercolsa y cancelar 
el registro de la adquisición de esas acciones. 
d) Ordenar a Arrendadora Financiera Internacional Bolivariana S.A. (Afib) que 
restituya a Ecopetrol los títulos de acciones de Invercolsa que obtuvo como 
dación en pago el señor Fernando Londoño Hoyos. 
e) Ordenar a la Afib y a Fernando Londoño Hoyos que restituya a Ecopetrol los 
dividendos que obtuvieron mientras permanecieron en su poder las acciones. 
f) Declarar que Fernando Londoño Hoyos no tiene derecho a la acción de 
repetición contra Ecopetrol por el valor que pagó por las acciones.  
g) Otorgar a los actores de la acción popular un incentivo correspondiente a 150 
salarios mínimos legales mensuales vigentes, suma que le corresponderá pagar 
al demandado.  
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Desarrollo argumentativo del fallo  
I. La acción popular es el mecanismo idóneo para solicitar la protección de los 
derechos colectivos al patrimonio público y a la moralidad administrativa 
vulnerados en el ámbito de la contratación estatal. 
 
a. La acción popular procede cuando se pretende impugnar un contrato, 
siempre y cuando se demuestre la vulneración de los derechos colectivos 
establecidos en la Constitución y la ley, dentro de los cuales se encuentra el 
patrimonio público y la moralidad administrativa. 
b.  El artículo 209 de la Constitución Política de Colombia establece que todas 
las actividades que realice el Estado a través de sus entidades deberán 
guiarse por los principios de la moralidad, igualdad, celeridad, economía, 
imparcialidad, entre otros. Lo que significa que los contratos estatales 
pueden vulnerar derechos colectivos como la moralidad administrativa y el 
patrimonio público y para defenderlos se hace necesario acudir a la acción 
popular. 
 
II.  La adquisición de acciones estatales sin el cumplimiento de los requisitos 
establecidos vulnera los derechos colectivos a la moralidad administrativa y al 
patrimonio público. 
 
a. Existió una irregularidad en el proceso de enajenación de acciones de 
Invercolsa, debido a que el señor Fernando Londoño Hoyos aparentó la 
calidad de empleado de dicha firma con el fin de obtener el beneficio que se 
otorga a los destinatarios de la primera fase de venta, consistente en la 
fijación de un precio fijo por acción. 
b. Hubo un detrimento al patrimonio público con la venta a Fernando Londoño 
de las acciones a un precio fijo en tanto que de no haber sido compradas 
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por él, se habrían ofrecido en subasta pública obteniendo un precio superior 
por la dinámica de competencia que caracteriza este sistema de venta.  
c. La actuación de Ecopetrol fue adecuada debido a que se demostró que no 
estaba en su poder impedir la compra realizada por Fernando Londoño en 
atención a que conforme al reglamento existente para la enajenación de 
dichas acciones, la aceptación de la oferta debía hacerse a través de un 
comisionista de bolsa que sólo fue conocido por los funcionarios de 
Ecopetrol una vez se perfeccionó la compra y fue inscrita en el Libro de 
Registro de Acciones.  
 
3.2.1 Consideraciones y evolución del caso 
3.2.1.1 Referencia a la moralidad administrativa en el fallo. Aunque el fallo del Consejo 
de Estado ampara el derecho colectivo a la moralidad administrativa, la argumentación 
que soporta la decisión no acoge una definición expresa de ese derecho colectivo. La 
decisión del Consejo de proteger la moralidad administrativa se sustenta en que la 
conducta del señor Fernando Londoño Hoyos “contravino las normas jurídicas que 
regían el proceso de democratización de la propiedad accionaria de Ecopetrol” al 
presumir una calidad que le permitió un trato favorable materializado en un precio fijo 
reservado para la primera etapa de dicho proceso de venta. 
 
En este sentido, el Consejo de Estado expresa que al atentar contra normas de Derecho 
Público, las actuaciones contractuales ejercidas carecen de objeto lícito y se 
“constituyen en una irregularidad que lesiona la moralidad administrativa”. Anota 
además el alto tribunal que el comportamiento del señor Londoño transgredió el deber 
de los particulares de “concurrir al perfeccionamiento de relaciones jurídicas lícitas con 
la Administración Pública, respetando los derechos de terceros y adquiriendo los 
propios con arreglo a la ley”. 
 
70 
 
Salvamentos y aclaraciones de voto: el presente caso se constituye en un avance 
importante para la protección de la moralidad administrativa como derecho colectivo y 
la aplicación efectiva del mismo en el ordenamiento jurídico colombiano. Es de rescatar 
que el Consejo de Estado desarrolló el fallo a partir de la configuración de una 
actuación atentatoria de la moralidad administrativa por parte del señor Londoño 
Hoyos al favorecerse de las condiciones especiales de venta establecidas, aduciendo 
una calidad que no le era suya y utilizando información privilegiada respecto del valor 
global de Invercolsa.  
 
Sin embargo, resulta apropiado hacer referencia a los salvamentos y aclaraciones de 
voto efectuados por parte de algunos Consejeros respecto a la protección del derecho 
colectivo a la moralidad administrativa. Sobre el fallo aprobado por el Consejo de 
Estado en Sala Plena, se presentaron dos salvamentos y cinco aclaraciones de voto. 
Todos los pronunciamientos hicieron referencia al amparo de la moralidad 
administrativa dentro de la sentencia judicial en el sentido de que no resultaba 
procedente su protección respecto de la actuación del señor Fernando Londoño Hoyos 
en tanto que para que existiese una agresión a dicho derecho se requiere la 
participación de un servidor público o un particular en ejercicio de funciones públicas.  
 
En este sentido, los pronunciamientos de los consejeros concuerdan en afirmar que no 
era técnicamente correcto declarar la vulneración del derecho a la moralidad 
administrativa en el caso en cuestión, puesto que en la actuación del señor Londoño 
Hoyos respecto de la compra de las acciones de Ecopetrol en Invercolsa, no concurrió 
la acción de una autoridad pública o de un particular en desempeño de funciones 
públicas.  
  
Sólo una de las aclaraciones de voto, la de la consejera María Inés Ortiz Barbosa, 
rechazó dicho argumento y por el contrario, acogiendo el sentido del fallo señalando 
que la vulneración a la moralidad administrativa no se predica exclusivamente de quien 
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desempeña funciones públicas, sino que en aplicación del artículo 209 de la 
Constitución Política y en virtud del análisis discrecional que debe hacer el juez en cada 
caso en particular, puede determinarse que un particular amenace o vulnere con su 
accionar este derecho colectivo. Adicionalmente, expresa que dicho fenómeno 
contribuye al “fortalecimiento de las instituciones democráticas, evita distinciones no 
justificadas en la aplicación de la ley y en general combate el deterioro creciente de la 
moral social, amén de generar conciencia en la sociedad sobre la necesidad de 
fortalecer su participación en la prevención y lucha contra las conductas que puedan 
afectar los intereses de la Nación”. 
 
3.2.2 Procesos en otras jurisdicciones 
Acción de tutela y decisión de la Sección Cuarta del Consejo de Estado: respecto del 
fallo de segunda instancia de la acción popular, la Afib interpuso una acción de tutela 
en la que alega, en primer lugar, la vulneración de su derecho al debido proceso en 
atención a que se omitió efectuar el traslado correspondiente para alegar en segunda 
instancia, como litisconsorte necesario de la parte demandada, y le fue negado el 
acceso a las pruebas decretadas dentro del proceso. En segundo lugar, la Afib 
argumentó que la decisión del Consejo de Estado de reintegrar las acciones que había 
adquirido como acreedora del señor Londoño Hoyos, le ocasionaba un detrimento 
patrimonial considerable. Por último adujo la improcedencia de la acción popular frente 
a la contratación estatal y la posibilidad de hacer extensivo el fallo de 2003 a Afib.  
 
La acción de tutela fue resuelta por la Sección Cuarta del Consejo de Estado el 27 de 
octubre de 2004, negando las pretensiones de Afib y reiterando la obligatoriedad del 
cumplimiento del fallo de 2003. Esta decisión se sustentó en que para los conjueces de 
la Sección Cuarta del Consejo de Estado, no existió omisión en el traslado para alegar ya 
que de acuerdo con el artículo 37 del la Ley 472, este procedimiento no está previsto 
para la apelación de una sentencia decisoria de una acción popular. Asimismo, 
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consideraron que al momento de la adquisición de las acciones de Invercolsa por parte 
de la Afib mediante dación en pago con el señor Londoño Hoyos, estas se encontraban 
en litigio y recaía sobre ellas una medida cautelar inscrita en el registro respectivo. Este 
hecho implicaba que para su venta era necesario contar con la autorización del juez 
respectivo, sin embargo la Afib en ningún momento surtió este requisito, lo que hace 
concluir a la sala que la actuación de la Afib fue realizada de mala fe y, por ello, no eran 
aplicables las normas civiles relativas a la protección de terceros de buena fe.  
 
Por último, cabe recordar que dentro de sus consideraciones, la Sección Cuarta hizo 
también una importante anotación acerca de de las acciones populares frente a la 
contratación estatal, condicionando su procedencia a la defensa de los derechos 
colectivos, como son la moralidad administrativa y el patrimonio público.  
 
Impugnación resuelta por la Sección Quinta del Consejo de Estado: el 3 de noviembre 
de 2005, la Sección Quinta del Consejo de Estado se pronunció respecto de la 
impugnación del fallo de tutela emitido por la Sección Cuarta.  
 
En esta ocasión la decisión de los conjueces fue dejar sin efectos la providencia judicial 
del 9 de diciembre de 2003 y, en su lugar, conceder la acción de tutela a la Afib. Las 
razones de la Sección Quinta del Consejo de Estado para tomar esta decisión se 
fundamentaron en que efectivamente se vulneró el derecho al debido proceso a la Afib 
al no correr el traslado correspondiente para alegar de conclusión, pues se le había 
permitido intervenir en otras etapas procesales, en calidad de litisconsorte necesario.  
 
Adicionalmente, considera que en el caso en concreto no es posible la aplicación de la 
Ley 472 de 1998 en tanto que esta no es aplicable a hechos ocurridos con anterioridad a 
la entrada en vigencia de la Ley, situación que se presentó cuando el Consejo de Estado 
decretó la nulidad e ineficacia del contrato de enajenación accionaria realizado por el 
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señor Fernando Londoño Hoyos y la Afib, el cual fue formalizado el 2 de mayo de 1998, 
mientras que la Ley 472 entró en vigencia el 5 de agosto de 1999. 
 
Finalmente, respecto de la declaratoria de nulidad del contrato de venta accionaria, la 
Sala Quinta consideró que no era posible que el Consejo de Estado se pronunciara 
sobre la nulidad cuando estaba en curso un proceso judicial que busca resolver este 
aspecto.  
 
Sentencia T-446 de 2007: teniendo en cuenta las consecuencias de la decisión adoptada 
por la Sección Quinta del Consejo de Estado, que detuvo el proceso de devolución de 
las acciones a Ecopetrol, el 13 de julio de 2006 el Procurador General de la República 
solicitó a la Corte Constitucional la revisión de la acción de tutela interpuesta por la Afib 
en el 2004. La Procuraduría argumentó que la sentencia debía ser objeto de revisión 
debido a que en el caso objeto de estudio era procedente la aplicación de disposiciones 
relativas a la aplicación de la ley procesal en el tiempo y el efecto general inmediato de 
este tipo de normas, que implica que una vez entran en vigencia son aplicables a los 
procesos que se encuentran en curso. En este sentido, el Procurador estimó que los 
artículos de la Ley 472 que fueron aplicados al caso por parte del Consejo de Estado en 
el 2003, tienen el carácter de normas procesales y no sustanciales, razón por la cual 
procedía su aplicación de manera inmediata al proceso de acción popular que para el 
momento de la entrada en vigencia de la ley estaba en curso.  
 
Atendiendo la solicitud de revisión, la Corte Constitucional emitió la Sentencia T-446 del 
30 de mayo de 2007, mediante la cual revocó parcialmente la sentencia de 2005 
proferida por los conjueces de la Sección Quinta del Consejo de Estado, pero dejando 
sin efectos la disposición de restitución de las acciones a favor de Ecopetrol por parte 
de la Afib.  
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La Corte Constitucional desarrolla su fallo partiendo del análisis de la procedencia de 
acciones populares contra procesos de contratación pública, específicamente en el 
caso en que se busca garantizar la democratización de la propiedad accionaria. 
Asimismo, hace un estudio sobre la posibilidad de que el juez popular ordene la 
restitución de bienes que para el momento del fallo se encuentran en poder de 
terceros que no hicieron parte de la relación que originó la transgresión de la moralidad 
administrativa, como ocurría en este caso, y la posibilidad de efectuar restituciones 
respecto de terceros, siempre y cuando se haga una valoración de que los bienes a 
restituir aún estén en su patrimonio y la transacción para obtener tales bienes haya 
estado regida por el principio de buena fe.  
 
Cabe resaltar que el fallo no ordenó la restitución de las acciones por parte de la Afib, 
debido a que era una condena a un tercero que no esta contemplada en la Ley como 
consecuencia de la invalidación de un contrato. A esto se suma que la Corte 
Constitucional encontró que los argumentos esgrimidos por el Consejo de Estado en el 
2003, no eran lo suficientemente claros respecto a la condena de la Afib y que debió 
existir una diferencia entre la valoración de la actuación de buena o mala fe por parte 
de Afib y la orden de devolver los dividendos no convertidos en acciones, como 
consecuencia directa del amparo de los derechos colectivos invocados.  
  
El caso Invercolsa es uno de los casos que ha tenido mayor impacto en la opinión 
pública y se ha convertido en un punto de referencia dentro de las acciones populares 
por moralidad administrativa, fundamentalmente por el número de fallos y decisiones 
contrarias que respecto al tema se han proferido. Sin embargo, al analizar cada una de 
las posturas acogidas tanto por las secciones tercera, cuarta y quinta del Consejo de 
Estado como por la Corte Constitucional, existen ciertos puntos relevantes que vale la 
pena mencionar.  
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En primer lugar, aunque todos los fallos tienen como eje la protección a la moralidad 
administrativa y el patrimonio público como derechos colectivos, en ningún caso se 
hace un análisis exhaustivo acerca de la moralidad administrativa y las razones por las 
que se considera que la actuación de Fernando Londoño Hoyos atentó contra dicho 
derecho, por el contrario, el desarrollo argumentativo de las decisiones concentran su 
atención en la calificación de la buena o mala fe de la actuación tanto de Londoño 
como de la Afib.  
 
En segundo lugar, las diferencias de criterio en algunos de los fallos, en especial entre la 
decisión de la Sección Quinta del Consejo de Estado y la Sección Tercera, y 
posteriormente la de la Corte Constitucional, ponen de manifiesto la dificultad que 
enfrentan los operadores del sistema jurídico a la hora de proteger de manera real y 
efectiva los derechos colectivos a la moralidad administrativa, a través de acciones 
concretas que en este caso se traducen en la devolución de las acciones de Invercolsa 
por parte del señor Londoño Hoyos y la Afib. 
 
Al respecto vale mencionar que hasta este momento, tres años después de proferido el 
fallo de la Corte Constitucional y siete del pronunciamiento del Consejo de Estado, 
estas acciones no han sido reintegradas, razón por la que en el año 2009 se instó a la 
Procuraduría General de la Nación, como órgano de control competente, para que 
ejerza el debido control respecto al cumplimiento del fallo. Esta solicitud confluyó en 
un incidente de desacato que en los últimos meses fue decidido por el Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca, instancia que ordenó el pago de 20 salarios mínimos 
legales mensuales vigentes (smmlv) al representante legal de Invercolsa por el 
presunto desacato judicial.  
 
Por último, resulta pertinente anotar que por los mismos hechos se inició una 
investigación de carácter disciplinario en contra de Fernando Londoño Hoyos, que 
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desembocó en una sanción de 15 años de inhabilidad para ejercer cargos públicos. 
Asimismo, se encuentra en curso por los mismos hechos procesos penales y ordinarios, 
como el instaurado en el juzgado 28 Civil del Circuito de Bogotá.  
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4. CONCLUSIONES: PERSPECTIVAS DE LA MORALIDAD ADMINISTRATIVA  
COMO DERECHO COLECTIVO 
 
 
Los primeros acercamientos del Consejo de Estado a la protección de la moralidad 
como derecho colectivo a través de las acciones populares, condujeron a plantear una 
serie de propuestas respecto al alcance que ha tenido este derecho al interior del 
ordenamiento jurídico colombiano. Inicialmente la jurisprudencia del Consejo de Estado 
mencionó la limitación que se presenta al no existir una definición clara en términos de 
su contenido como derecho colectivo, circunstancia que ha impedido que la moralidad 
administrativa se ampare de manera autónoma. Posteriormente se hizo referencia a la 
posibilidad de que con el desarrollo del derecho colectivo a la moralidad administrativa 
y la posibilidad de su protección de forma autónoma dentro de la órbita de las acciones 
populares, se potencializara su efectividad como un instrumento eficaz en la lucha 
contra la corrupción y la promoción de la participación ciudadana en los asuntos 
públicos.  
 
Luego de haber ahondado en el desarrollo normativo que llevó a la incorporación de la 
moralidad administrativa como derecho colectivo en el texto constitucional y de revisar 
los pronunciamientos judiciales que han desarrollado el derecho , los cuales han 
permitido la determinación de unos elementos constitutivos y condicionantes para su 
protección por medio de la acción popular, y dos casos paradigmáticos para la 
protección de este derecho, es preciso hacer un balance de los resultados y 
consideraciones luego de la realización de esta investigación .  
 
Con el fin de presentar de manera clara las conclusiones obtenidas, se han diseñado 
cuatro categorías que permiten evaluar la aplicación del derecho colectivo a la 
moralidad administrativa desde diferentes perspectivas. Las categorías definidas son 
las siguientes: 1. noción y el contenido del derecho; 2. autonomía del mismo; 3. 
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inconvenientes que enfrenta el actor popular para su interposición y desarrollo, y 4. su 
viabilidad como mecanismo de lucha contra la corrupción.  
 
A continuación se desarrollarán cada uno de los elementos mencionados y, a partir de 
los resultados obtenidos, se formularán una serie de propuestas respecto a la 
operatividad del derecho y su aplicación a futuro.  
 
 
4.1 NOCIÓN Y CONTENIDO DE LA MORALIDAD ADMINISTRATIVA 
El ordenamiento jurídico colombiano no cuenta con una definición de la moralidad 
administrativa como derecho colectivo, aunque han existido algunos intentos por 
establecerla. El primero de estos acercamientos ocurrió en las discusiones para la 
aprobación de la Ley 472 en el Congreso de la República, con el proyecto de ley 
presentado a discusión que definía la moralidad administrativa de la siguiente forma: 
“derecho que tiene la comunidad a que el patrimonio público sea manejado por los 
funcionarios de conformidad con los principios y criterios señalados por la constitución 
y las leyes”.  
 
Esta definición fue eliminada del articulado de la ley antes de ser aprobada en último 
debate, y aunque no existen registros de los argumentos que llevaron a que se tomara 
esta decisión, es evidente que uno de los inconvenientes que presentaba era la 
utilización de la noción de patrimonio público para definir la moralidad administrativa, 
hecho que se constituye en el antecedente de la relación que por vía jurisprudencia se 
ha establecido entre los derechos colectivos a la moralidad administrativa y el 
patrimonio público .  
 
Otras aproximaciones al concepto de moralidad administrativa se han dado en el 
contexto jurisprudencial. Durante los primeros años de vigencia de la Ley 472 de 1998, 
la Corte Constitucional, al analizar la constitucionalidad de varias normas allí 
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contenidas, dio algunas líneas iniciales de definición de la moralidad administrativa. 
Posteriormente, el Consejo de Estado intenta acercarse a una noción de la moralidad 
administrativa a partir de la definición contenida en el proyecto de ley que dio origen a 
la Ley 472 y los fallos constitucionales que sobre la materia se produjeron desde 1994. 
Esta labor fue desarrollada por el Consejo de Estado especialmente en los 
pronunciamientos de los años 2000 a 2001. 
 
Sin embargo, ninguno de estos esfuerzos logró concluir con una definición propia y 
aplicable de moralidad administrativa. La complejidad para darle contenido a este 
derecho colectivo, se deriva de la falta de claridad que existió desde su inclusión en el 
texto constitucional acerca de lo que se pretendía con el derecho, pues si bien la 
intención era que la existencia del mismo sirviera para garantizar el recto proceder de 
la administración, este quedó articulado en dos derechos diferentes: la moralidad 
administrativa y el patrimonio público.  
 
Frente a esta situación, el Consejo de Estado decide partir de los conceptos de norma 
penal en blanco y posteriormente de concepto jurídico indeterminado, para sustentar 
la inexistencia de una definición de moralidad administrativa y la necesidad de dotar de 
contenido al derecho por vía jurisprudencial a través de la definición de los elementos 
constitutivos o condicionantes del mismo. 
 
La inclusión de estos dos conceptos permitió al Consejo de Estado el soporte 
conceptual para dar contenido al derecho, no a través de un concepto unívoco como se 
intentó en un comienzo, sino a partir de una serie de elementos objetivos que ese alto 
tribunal considera necesarios para proceder a amparar la moralidad administrativa por 
vía de acción popular. Este esfuerzo del tribunal contencioso administrativo resultó de 
gran importancia para avanzar en la protección del derecho, pues aunque mantuvo un 
amplio margen en materia de interpretación por parte del juez respecto a las 
circunstancias determinantes de la vulneración de la moralidad administrativa, 
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determinó unas pautas o principios orientadores para el estudio de cada caso. Los 
siguientes son los elementos que el estudio jurisprudencial realizado permitió 
identificar: i) la conexidad con otros derechos; ii) la existencia de hechos ilegales o 
contra el orden jurídico; iii) el dolo o mala fe, y iv) la desviación de poder y 
favorecimiento de intereses particulares.  
 
Es pertinente anotar que el Consejo de Estado dejó de lado la posibilidad de crear una 
definición por vía jurisprudencial del derecho colectivo a la moralidad administrativa, 
para concentrarse en la identificación de los elementos constitutivos que permitieran 
su protección práctica como derecho colectivo.  
 
Desde nuestra perspectiva el proceso adelantado por el Consejo de Estado con miras a 
establecer unos criterios que permitan establecer la existencia de una vulneración a la 
moralidad administrativa en el caso concreto resulta ser el camino idóneo para permitir 
el desarrollo del derecho, mientras que los esfuerzos que se hagan por intentar definir 
el mismo se tornan inconvenientes debido a que podrían limitar de manera sustancial el 
derecho, que desde su concepción ha tenido un carácter transversal, en la medida en 
que lo que busca es el recto actuar de los servidores públicos y los particulares que 
tienen a su cargo el manejo de recursos públicos.  
 
En este sentido, optar por el establecimiento de elementos constitutivos contribuye a 
dotar de contenido el derecho, manteniendo abierta la posibilidad de continuar su 
desarrollo por vía jurisprudencial, lo cual además de fortalecer el derecho, permite su 
adaptación a las realidades propias del desarrollo de las dinámicas de interacción de la 
administración pública. 
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4.2 AUTONOMÍA DE LA MORALIDAD ADMINISTRATIVA COMO DERECHO COLECTIVO 
Tanto en la Constitución Política como en la lista no taxativa de derechos colectivos 
contenida en la Ley 472 de 1998 se menciona la moralidad administrativa como derecho 
colectivo autónomo. No obstante, de acuerdo a lo esbozado en el capítulo II de esta 
investigación, desde los primeros acercamientos que realizó el Consejo de Estado al 
tema, se estableció la conexidad con otro derecho colectivo como requisito para 
proteger la moralidad administrativa en el caso concreto. Aunque en ese momento se 
constituyó en una forma de solucionar los problemas que se generan al intentar 
determinar el contenido y alcance de este derecho, se considera que la aplicación 
sistemática del requisito de conexidad podría convertir a la moralidad administrativa en 
un derecho colectivo de carácter accesorio.  
 
No se trata de desconocer el estrecho vínculo existente entre el derecho colectivo a la 
moralidad administrativa y a la defensa del patrimonio público, que se hizo evidente 
desde las discusiones en el marco de la Asamblea Constituyente, en donde al tratar lo 
relativo a los derechos colectivos se adoptó una definición de moralidad a partir del 
concepto de patrimonio, que finalmente fue retirada del texto constitucional sin que se 
conozcan las razones para la adopción de tal decisión. Posteriormente, tanto la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional como la del Consejo de Estado hicieron 
referencia a la mencionada definición y esta última institución introdujo el requisito de 
conexidad que ha permitido proteger la moralidad en un amplio número de casos en 
los cuales se ve vulnerado de manera paralela el patrimonio público.  
 
Otro elemento que contribuye a reafirmar lo expresado anteriormente, es la inclusión 
dentro de la Ley 472 de un artículo que establece un incentivo especial que se otorga 
de manera exclusiva a los actores que por vía de acción popular logren la protección de 
la moralidad administrativa. Lo interesante de este incentivo es que está ligado a la 
cantidad de dinero que el Estado logre recuperar como consecuencia del fallo de acción 
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popular, dando por hecho que la protección a la moralidad está ligada de manera 
inescindible al patrimonio público. 
 
A pesar de lo anterior, se considera que aunque no es común, pueden existir casos en 
los que sea necesaria la protección de la moralidad administrativa de manera individual. 
Asimismo, se considera que el importante avance logrado por el Consejo de Estado en 
materia de creación de elementos que permitan verificar la vulneración de la moralidad 
en el caso concreto, dejan en segundo plano la necesidad de mantener el requisito de 
conexidad establecido inicialmente para la protección de la moralidad administrativa.  
 
En este sentido, se considera que la jurisprudencia del Consejo de Estado 
correspondiente a los últimos seis años logró consolidar la moralidad administrativa 
como un derecho colectivo de carácter autónomo cuya protección ha generado 
resultados importantes tanto en materia jurídica como de empoderamiento de la 
ciudadanía, que desde nuestra perspectiva, comienza a percibir la acción popular por 
vulneración de la moralidad administrativa como un instrumento eficaz de acción para 
preservar el correcto funcionamiento de la administración pública.  
 
 
4.3 EL ACTOR POPULAR FRENTE AL DERECHO COLECTIVO A LA MORALIDAD 
ADMINISTRATIVA 
El estudio jurisprudencial realizado permitió determinar el desconocimiento existente 
entre los actores populares respecto al alcance y contenido del derecho colectivo a la 
moralidad administrativa. En la mayoría de los casos los demandantes aseguran que la 
vulneración de la moralidad administrativa se produce como consecuencia directa de la 
infracción de las normas legales que regulan la actuación del agente estatal o del 
particular en ejercicio de funciones públicas, y en otros se asocia con actos de 
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corrupción o mala fe, sin que exista certidumbre sobre la forma en que debe ser 
probada la infracción a este derecho colectivo.  
 
Precisamente el asunto de la prueba se ha convertido en uno de los mayores 
inconvenientes que se le presentan al actor para la prosperidad de la respectiva acción 
popular. Como se señaló en el capítulo II de esta monografía, el Consejo de Estado ha 
considerado que le corresponde al actor probar la mala fe, el dolo o la desviación del 
poder en los casos de acción popular por vulneración a la moralidad administrativa, 
instituciones jurídicas que ese alto tribunal ha utilizado como parte de su esfuerzo por 
brindar elementos objetivos que permitan determinar la vulneración de ese derecho en 
el caso concreto.  
 
Se considera desacertado que el Consejo de Estado haya trasladado por vía 
jurisprudencial la carga probatoria al actor popular de los elementos que implican la 
transgresión del derecho colectivo a la moralidad administrativa. La posición anterior 
se sustenta en razones de carácter práctico, específicamente en la existencia de un 
amplio número de casos en los que el actor no conoce en forma detallada los hechos 
que dan origen a la acción popular y tiene una capacidad limitada de acceso a mayor 
información sobre el particular.  
 
A lo anterior se suma el hecho de que se trata del ejercicio de una acción pública, lo que 
significa que puede ser incoada por cualquier ciudadano. Esta consideración permite 
inferir que el hecho de que no se requiera otorgar poder a un abogado o tener 
conocimientos especializados sobre el tema, implica que el nivel de exigencia en 
materia de asuntos formales y probatorios debe ser menor y visibiliza la necesidad de 
que el juez de la acción popular incremente su proactividad durante el proceso, con el 
fin de complementar la actuación del actor popular, logrando de esta forma proteger 
con mayor efectividad los derechos colectivos, específicamente la moralidad 
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administrativa, cuya vulneración no afecta de manera individual al demandante sino 
que tiene un impacto sobre toda la sociedad.  
 
En este contexto, la obligación de probar el dolo, la mala fe o la existencia de 
desviación del poder se constituye en uno de los principales inconvenientes a los que se 
enfrenta el actor popular, quien al margen de asuntos meramente formales o técnicos, 
tiene como objetivo usar la acción popular como instrumento para lograr la protección 
del derecho colectivo a la moralidad administrativa. Por tal razón, se considera 
necesario exigir al juez o a quienes eventualmente actúen como coadyuvantes, 
decretar o solicitar pruebas tendientes a demostrar que en el caso concreto se incurrió 
en uno de los elementos objetivos, que según la jurisprudencia del Consejo de Estado, 
permiten determinar la vulneración del derecho colectivo a la moralidad administrativa.  
 
Este espacio es propicio para abordar otra de las situaciones sobre las cuales aún no 
han sido establecidos parámetros jurisprudenciales claros. Se trata de la aplicación del 
incentivo diferenciado establecido en el artículo 40 de la Ley 472, que señala que en los 
casos de acciones populares en que se demuestre la vulneración del derecho colectivo 
a la moralidad administrativa, el actor popular recibirá el quince por ciento del valor 
que se recupere como consecuencia del fallo.  
 
Sobre el particular, el estudio de los casos paradigmáticos realizado en el capítulo III, 
permitió identificar la tendencia de los jueces a buscar elementos que conduzcan a 
aplicar el incentivo general establecido en el artículo 39 de la mencionada norma y, 
adicionalmente, sirvió para identificar las dificultades existentes para lograr el 
cumplimiento de los fallos que protegen la moralidad administrativa, hecho que genera 
un impacto sobre el pago del incentivo diferenciado en atención a que el mismo está 
condicionado a la recuperación de dinero como consecuencia de la decisión judicial. 
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En concordancia con lo anterior, y dejando al margen la discusión existente sobre la 
conveniencia del otorgamiento de incentivos a los actores populares, en el caso de la 
acción popular de Dragacol, el Consejo de Estado reconoció en su fallo el incentivo 
establecido en el artículo 40 de la Ley 472; sin embargo, estableció un 
condicionamiento que hace prácticamente inoperante tal disposición debido a que 
señala que el incentivo dependerá de las sumas recuperadas como consecuencia del 
cumplimiento del fallo, excluyendo las que ingresen en virtud de los procesos fiscales, 
disciplinarios y penales que se adelantan por los mismos hechos.  
 
Por su parte, en la acción popular de Invercolsa, el Consejo de Estado hace una 
referencia tangencial al asunto del incentivo indicando que en ese caso la entidad 
pública demandada, es decir Ecopetrol, cumplió a cabalidad las normas que permitían 
la enajenación de las acciones que poseía en la firma Invercolsa y su correcta aplicación 
le impidió a la empresa conocer la identidad del adquirente antes de la inscripción de la 
operación en el libro de registro de acciones, lo que hacía imposible impedir la 
concreción de la venta. Asimismo, ratifica que una vez Ecopetrol se percató de las 
irregularidades, inició las acciones a su alcance para retrotraer la transacción.  
 
Considerando los argumentos expuestos y aclarando que el autor de la lesión a los 
derechos colectivos a la moralidad administrativa y el patrimonio público en el caso 
objeto de estudio fue un particular, el Consejo de Estado decide inaplicar el incentivo 
del artículo 40 y, en su lugar, otorgar el incentivo general establecido en el artículo 39 a 
cargo del demandando. Estos dos casos, que en esta investigación denominamos como 
paradigmáticos en materia de protección a la moralidad administrativa, demuestran la 
existencia de una tendencia del juez de la acción popular a poner límites a la aplicación 
del incentivo especial establecido para las situaciones en que se proteja el derecho 
colectivo a la moralidad administrativa, tal como lo demuestra la acción popular de 
Dragacol o a buscar argumentos que le permitan omitir la aplicación del incentivo del 
artículo 40 y, en cambio, reconocer el del artículo 39.  
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Se hace especial énfasis en la dinámica judicial en torno al incentivo, debido a que a 
pesar de que la interposición de una acción popular tiene su sustento en el principio de 
solidaridad, existe una expectativa legítima por parte del actor derivada del tenor literal 
del artículo 40 de la ley 472, en virtud de la cual espera que en caso de que dentro del 
proceso se demuestre la vulneración de la moralidad administrativa y la existencia de 
un detrimento del patrimonio público, recibirá el 15% del valor recuperado como 
consecuencia del fallo. 
 
Lo señalado con respecto al incentivo, tiene relación también con las dificultades 
demostradas en el estudio de los casos paradigmáticos para el logro del cumplimiento 
del fallo de acción popular. Tal como se esbozó en el capítulo III, los casos en que se 
protege la moralidad administrativa y el patrimonio público revisten un grado de 
complejidad tal que la mayoría de los procesos de acción popular se desarrollan de 
manera paralela con investigaciones de carácter disciplinario, penal y fiscal y acciones 
de carácter contractual. A pesar de que estas últimas no tienen un impacto directo en 
el desarrollo del proceso de acción popular, que es de carácter principal, contribuyen a 
guiar la atención de la opinión pública hacia el caso concreto y dificultan el cabal 
cumplimiento de la decisión del juez de la acción popular.  
  
En este mismo sentido, otro de los temas que han contribuido a generar incertidumbre 
entre los actores populares es la interposición de acciones de tutela contra las 
providencias de segunda instancia, mediante las cuales, tal como lo demuestra el 
estudio realizado respecto de los casos de Dragacol e Invercolsa, lograron 
modificaciones de carácter específico a la decisión tomada por el Consejo de Estado 
que le dieron un viraje al fallo y complicaron el cumplimiento del mismo y la 
recuperación del dinero en ambos casos.  
 
El estudio jurisprudencial realizado permitió identificar las dificultades que se le 
presentan al actor popular de manera previa a la interposición de la acción, durante el 
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proceso y en la etapa de cumplimiento de los fallos que protegen la moralidad 
administrativa. Estas se pueden resumir de la siguiente forma: a) desconocimiento del 
concepto y contenido del derecho colectivo a la moralidad administrativa; b) traslado 
de la carga probatoria al actor, lo que implica la demostración de los elementos 
objetivos establecidos por vía jurisprudencial para la determinación de la vulneración 
de la moralidad; c) incertidumbre acerca de la aplicación del incentivo diferenciado 
establecido en el artículo 40 de la Ley 472; d) manejo del impacto indirecto que tienen 
sobre el proceso de acción popular las investigaciones de carácter disciplinario, penal y 
fiscal y acciones de carácter contractual que en la mayoría de los casos se desarrollan 
de manera paralela, y e) utilización de la acción de tutela para atacar los fallos de 
segunda instancia que han protegido el derecho colectivo a la moralidad 
administrativa. 
 
 
4.4 LA ACCIÓN POPULAR FRENTE A CONTRATOS Y ACTOS ADMINISTRATIVOS E 
IMPACTO DE LA MODIFICACIÓN DE LA COMPETENCIA   
 
En los últimos años, el desarrollo jurisprudencial ha puesto en el centro de la discusión 
la posibilidad de que el juez popular pueda entrar a cuestionar la legalidad de los actos 
administrativos y contratos por vía de acción popular. Sobre este asunto la 
jurisprudencia colombiana no ha logrado una posición unificada, prueba de ello es la 
existencia de algunos fallos del Consejo de Estado61 que señalan la  imposibilidad de 
que dentro de un proceso de acción popular el juez de conocimiento pueda decretar la 
nulidad de un acto administrativo o un contrato y proponen como solución la-
utilización de las acciones contenciosas dispuestas para tal fin. No obstante, en otras 
                                                      
61 Algunos de los fallos en los que el Consejo de Estado ha plasmado esta postura son la Sentencia del 18 
de mayo de 2000, expediente AP-038, la Sentencia del 23 de marzo de 2000, expediente AP-025, y la 
Sentencia del 1º de junio de 2000, expediente AP-047. 
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decisiones el máximo tribunal de lo contencioso administrativo se muestra a favor de 
que los contratos y actos administrativos puedan ser anulados cuando la protección de 
un derecho colectivo así lo exige62.  
 
Adicionalmente, en materia contractual existe una posición jurisprudencial que indica 
que el juez de la acción popular cuenta con la facultad de suspender la ejecución de un 
contrato hasta que la propia jurisdicción contenciosa administrativa emita una decisión 
de fondo dentro del proceso ordinario mediante el cual se debe atacar la nulidad del 
contrato en cuestión63. De esta forma, se evita que la acción popular sea utilizada para 
evadir la aplicación del término de caducidad que para efectos del ejercicio de la acción 
contractual es de dos años.     
 
En este contexto, es relevante traer a discusión el contenido de la iniciativa que busca 
adoptar un nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo. Se trata del proyecto de ley 198 de 2009, que ya agotó su primer 
debate en la Comisión Primera del Senado, y contempla una disposición específica 
acerca de la posibilidad de anular un acto administrativo o contrato por vía de acción 
popular. La mencionada disposición establece lo siguiente64:  
Artículo 141. Protección de los derechos e intereses colectivos. Cualquier persona 
puede demandar la protección de los derechos e intereses colectivos para lo cual 
podrá pedir que se adopten contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la 
vulneración o agravio sobre los mismos, o restituir las cosas a su estado anterior 
cuando fuere posible. 
 
Cuando la vulneración de los derechos e intereses colectivos provenga de la 
actividad de una entidad pública, podrá demandarse su protección, inclusive cuando 
la conducta vulnerante sea un acto administrativo o un contrato, sin que en uno u 
otro evento, pueda el juez anular el acto o el contrato. 
 
                                                      
62
 CONSEJO DE ESTADO. Sección primera. Sentencia del 1 de febrero de 2001. C.P. MENDOZA MARTELO, 
Gabriel. Radicación: AP-148.  
63
 CONSEJO DE ESTADO. Sección tercera. Sentencia del 31 de octubre de 2002. C.P. HOYOS DUQUE, 
Ricardo. Radicación: AP-518.   
64
 Negrilla fuera del texto. 
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Artículo 142. Reparación del daño causado a un grupo. Toda persona perteneciente a 
un número plural o a un conjunto de personas que reúnan condiciones uniformes 
respecto de una misma causa que les originó perjuicios individuales, puede 
demandar la declaratoria de responsabilidad y el reconocimiento y pago de 
indemnización de los perjuicios causados al grupo, en los términos preceptuados por 
la norma especial que regula la materia. Cuando el daño provenga de un acto 
administrativo, podrá solicitarse su nulidad, si ella es necesaria para determinar la 
responsabilidad. 
 
Así las cosas, de aprobarse la disposición mencionada, prácticamente se estaría 
dejando sin efecto el derecho colectivo a la moralidad administrativa, considerando 
que debido a la naturaleza del mismo, su amenaza o vulneración se deriva en casi todos 
los casos de un acto administrativo o un contrato. Asimismo, de acuerdo a lo señalado 
en los últimos años se ha logrado un avance jurisprudencial importante en materia de 
acciones populares en contra de contratos y actos administrativos, por lo que se 
considera inconveniente la inclusión de lo dispuesto en el artículo 141 del proyecto 
aludido.  
 
De otra parte, no es clara la razón por la cual el proyecto de ley autoriza que el juez de 
la acción de grupo pueda decretar la nulidad del acto administrativo generador del 
daño, mientras que para el caso de la acción popular impide la anulación por parte del 
juez del acto o contrato que dio origen a la amenaza o vulneración de un derecho 
colectivo.  
 
Este punto adquiere gran relevancia respecto de las acciones populares que involucran 
el derecho colectivo a la moralidad administrativa, en la medida en que las haría 
prácticamente inoperantes, pues limitaría uno de las principales motivaciones respecto 
a su interposición, que es permitir que las cosas puedan retornar al estado en que se 
encontraban antes del hecho que generó la vulneración. 
 
Armonizar una postura respecto a esta situación, se constituye en uno de los 
principales retos, pues optar por una u otra postura tiene consecuencias directas en 
temas como la responsabilidad del Estado por la anu
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administrativos celebrados válidamente, la ponderación entre el daño producido con la 
violación del derecho colectivo y el costo de la anulación de los actos y contratos, el 
valor de la ejecutoria de las sentencias de acciones populares sobre las decisiones de la 
administración, entre otros. En este sentido, propiciar investigaciones que aporten 
elementos que permitan dilucidar soluciones sobre el tema, será sin duda uno de los 
futuros escenarios de desarrollo y evolución de las acciones populares dentro del 
sistema jurídico colombiano.  
 
Es necesario hacer referencia al cambio de competencia para el conocimiento de las 
acciones populares que se produjo tras la introducción de los juzgados administrativos 
en el mes de agosto de 2006, que desde ese momento son los encargados de surtir la 
primera instancia de las acciones populares. Esta modificación podría generar cambios 
en la jurisprudencia que en materia de acción popular en general y, moralidad 
administrativa en particular, construyó el Consejo de Estado cuando actuaba como 
segunda instancia en estos procesos. Asimismo, existe la posibilidad de que los 
tribunales asuman diferentes posiciones respecto a la forma en que deben protegerse 
los derechos colectivos.  
 
Lo anterior motivó la introducción de un mecanismo de revisión eventual de acciones 
populares y de grupo por parte del Consejo de Estado que se incluyó en la ley 1285 de 
2009, por medio de la cual se modificó la ley estatutaria de administración de justicia. 
Según la jurisprudencia de la Sala Plena del Consejo de Estado, para la procedencia de 
la revisión eventual, se debe cumplir con los siguientes requisitos: a) Deber ser 
solicitada a petición de parte o del Ministerio Público; b) Debe tratarse de una 
providencia que determine la finalización o el archivo del respectivo proceso y haber 
sido expedida por un tribunal administrativo; c) su propósito es lograr la unificación de 
jurisprudencia, para lo cual el Consejo de Estado tendrá en cuenta la particularidades 
del asunto objeto de estudio, el cumplimiento de los requisitos establecidos para la 
procedencia de la solicitud de revisión, y la necesidad de unificar jurisprudencia y la 
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trascendencia del tema a tratar, y d) la sustentación de la solicitud de revisión 
respectiva65.  
    
Aún es prematuro para evaluar el desempeño del mecanismo de revisión eventual de 
las sentencias de acción popular. No obstante, se trata de una iniciativa que puede 
contribuir a la unificación de jurisprudencia, reduciendo de esta manera la posibilidad 
de que existan posiciones disímiles en los distintos tribunales administrativos en 
materia de protección a los derechos colectivos, específicamente a la moralidad 
administrativa.        
 
 
 
4.5 ALCANCE DE LAS ACCIONES POPULARES POR MORALIDAD ADMINISTRATIVA COMO 
MECANISMO DE LUCHA CONTRA LA CORRUPCIÓN 
La organización Transparencia Internacional, define la corrupción como “el mal uso del 
poder encomendado para obtener beneficios privados”66. Este fenómeno ha sido 
categorizado por académicos y especialistas como multifacético y propiciado por 
situaciones históricas y socioeconómicas que varían en cada país.  En los últimos años 
ha adquirido especial protagonismo en las agendas públicas, pues los cambios en las 
dinámicas políticas y sociales han conducido a que los estados asuman con mayor 
compromiso la tarea de crear mecanismos al interior de la administración que permitan 
controlar la presencia de hechos corruptos e instar a los ciudadanos a fiscalizar la 
actuación de quienes ostentan el manejo de los asuntos y recursos públicos.  
 
En Colombia, la estrategia de lucha contra la corrupción ha estado enfocada 
primordialmente en la expedición de normas, especialmente de carácter sancionatorio; 
                                                      
65
 CONSEJO DE ESTADO. Sala plena de lo contencioso administrativo. Sentencia del 14 de julio de 2009. 
C.P. FAJARDO GÓMEZ, Mauricio. Radicación: 20001-23-31-000-2007-00244-01(IJ)AG. 
66
 TRANSPARENCIA INTERNACIONAL. What is corruption?. http://www.transparency.org/about_us 
Disponible en internet: Consultada el 16 de mayo de 2010.  
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el incremento de la labor de control al interior de la administración por parte de los 
organismos competentes, y la implementación de estrategias de concientización 
dirigidas a visibilizar los efectos negativos de este fenómeno y empoderar a la 
ciudadanía para que desempeñe un papel activo en la denuncia de hechos corruptos.  
 
Este último elemento, investigado exhaustivamente por organizaciones de la sociedad 
civil lideradas por el capitulo Colombia de Transparencia Internacional67, es uno de los 
principales obstáculos a la hora de implementar mecanismos de lucha contra la 
corrupción, pues de cierta manera la población tolera este fenómeno, o simplemente 
es escéptica frente a la posibilidad de que su actuación tenga un impacto efectivo en la 
reducción de la ocurrencia de hechos corruptos. En este sentido, se ha propuesto  que 
el proceso de concientización de la ciudadanía esté acompañado de mecanismos 
efectivos para su actuación. Respecto a este punto es común pensar que la solución es 
crear nuevos elementos normativos, sin embargo, desde nuestra perspectiva resulta 
más eficiente fortalecer los mecanismos existentes, dentro de los cuales destacan las 
acciones populares.  
 
 
La introducción de las acciones populares en el sistema normativo colombiano se 
soporta principalmente en la adopción de un nuevo esquema de interacción entre el 
Estado y la ciudadanía, a partir de un modelo democrático representativo-participativo. 
Este esquema, introducido con la Constitución Política de 1991, hizo necesaria la 
creación de mecanismos de participación ciudadana que no solo permitieran tener un 
papel activo dentro de la dinámica de la administración pública, sino que a su vez 
pusieran a disposición de la población herramientas formales de protección de sus 
derechos y de acción frente a la administración. 
  
                                                      
67
 TRANSPARENCIA POR COLOMBIA. CONTROL CIUDADANO. Disponible en internet: 
http://www.transparenciacolombia.org.co/INICIO/tabid/transparencia//tabid/69/Default.aspx. Consultada 
el 16 de mayo de 2010. 
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En este sentido, aunque las acciones populares en virtud de su naturaleza son un 
mecanismo judicial de protección de derechos, desde una perspectiva más amplia son 
una forma de instrumentalizar la democracia participativa, pues permiten a la 
ciudadanía invocar de manera directa la protección de los derechos e intereses 
colectivos. De manera especial, las acciones populares dirigidas a procurar la 
protección de la moralidad administrativa adquieren relevancia en la medida en que se 
presentan como un mecanismo a través del cual la población puede involucrarse en la 
protección de los asuntos públicos.  
 
 
Aunque hasta el momento el desarrollo legal de las acciones populares por moralidad 
administrativa no ha sido contemplado de manera formal, vale la pena hacer un 
llamado respecto a su potencialidad como mecanismo de lucha contra la corrupción. 
Este direccionamiento se debe en parte a la esencia misma del derecho colectivo a la 
moralidad administrativa y a la intencionalidad con la que fue integrado a la normativa 
colombiana, pues desde sus orígenes fue contemplado como una figura para asegurar 
el recto proceder al interior de la administración pública y especialmente de los 
servidores públicos y de los particulares que desempeñan funciones públicas.  
 
 
En este contexto, es evidente la armonía existente entre la aplicación de este derecho y 
los mecanismos de lucha contra la corrupción dirigidos a la participación de la 
ciudadanía en la protección de lo público. Sin embargo, el hecho de que hasta el 
momento no haya tenido esta aplicación, responde en gran parte a las dificultades que 
se han presentado para determinar el alcance y contenido de la moralidad 
administrativa como derecho colectivo.  
 
Vale la pena resaltar que aunque la acción popular en defensa de la moralidad 
administrativa puede configurarse como un mecanismo efectivo de lucha contra la 
corrupción, es imposible desconocer la necesidad de darle un mayor desarrollo a este 
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derecho con el fin de continuar el proceso de fortalecimiento del mismo. Lo anterior no 
implica oponerse a las propuestas de algunos sectores que en los últimos años han 
intentado eliminar esta figura del ordenamiento jurídico o limitarla de manera 
sustancial.  
 
Así las cosas, para que las acciones populares por moralidad administrativa puedan 
convertirse en un mecanismo real de lucha contra la corrupción, sería necesaria la 
introducción de algunos cambios en dicha institución jurídica. El primer aspecto que 
debe tenerse en cuenta es la necesidad de elaborar criterios claros que permitan 
establecer la configuración de la vulneración de la moralidad administrativa, tal como 
se propondrá en el título siguiente. Desde nuestra perspectiva, lo anterior permitiría 
consolidar a la moralidad administrativa como un derecho colectivo de carácter 
autónomo.  
 
Asimismo, se hace necesaria la implementación de campañas de divulgación de las 
acciones populares y en especial de la forma en que se puede proteger por esta vía la 
moralidad administrativa. Lo anterior en atención a que para que esta figura pueda 
convertirse en una herramienta eficaz de lucha contra la corrupción es necesario que la 
ciudadanía confíe en su efectividad y proceda a hacer uso de la misma con el fin de 
solucionar los problemas relacionados con las malas prácticas en el manejo de los 
asuntos públicos. 
 
 
4.6 PROPUESTAS PARA EL DESARROLLO DEL DERECHO 
Como se mencionó al inicio del presente capitulo, una vez presentadas las conclusiones 
en las categorías diseñadas con el fin de agrupar los resultados obtenidos en la 
investigación, es pertinente plantear algunas propuestas a considerar para el desarrollo 
del derecho colectivo a la moralidad administrativa.  
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 Determinación de los elementos constitutivos por vía legal: El desarrollo 
jurisprudencial de los elementos constitutivos de la moralidad administrativa ha 
permitido un avance en materia de protección a ese derecho colectivo, no 
obstante, se considera necesario el establecimiento por vía legal de elementos o 
parámetros que permitan al juez tener mayor claridad al momento de 
determinar la vulneración de este derecho. Esto permitiría además que el actor 
popular tenga mayor certeza en el momento de interponer la acción cuando la 
misma implica el menoscabo al derecho colectivo. 
 
  
El establecimiento de los mencionados parámetros de vulneración no implica la 
definición del derecho colectivo, de esta forma se puede garantizar que el papel 
del juez de la acción popular no se vea restringido y se pueda lograr que el 
derecho evolucione y adaptación del derecho a nuevas circunstancias.  
 
 
 Determinación de la carga probatoria: la forma en la que operan hoy las 
acciones populares en Colombia, específicamente en lo relativo a la vulneración 
del derecho colectivo a la moralidad administrativa, implican que el actor 
popular tenga la carga de la prueba. En el caso de la moralidad, esto se traduce 
en la necesidad de demostrar dentro del proceso la existencia de conductas 
contrarias al recto proceder en el manejo de los asuntos y los recursos públicos, 
es decir, el dolo o mala fe o situaciones de desviación de poder.  
Este hecho se convierte en una carga para el accionante, que en gran parte de 
los casos es difícil de satisfacer debido a las restricciones de acceso a la 
información y la necesidad de tener conocimientos especializados para probar la 
ocurrencia de la vulneración en debida forma. En este sentido, convendría exigir 
al juez que decrete dentro del proceso de acción popular las pruebas que 
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considere pertinentes para lograr demostrar la vulneración o amenaza de la 
moralidad administrativa.  
No obstante, se percibe que en la práctica la acción popular por vulneración de 
la moralidad administrativa se va a convertir en un instrumento especializado 
del que harán uso solamente aquellas personas que tengan los conocimientos 
técnicos y los recursos necesarios para su prosperidad.  
 
 El papel del juez frente al proceso: aunque formalmente el juez tiene el deber 
de impulsar el proceso de acción popular, en la práctica corresponde al actor 
adelantar todas las acciones tendientes a promover el avance del mismo y 
presentar o solicitar las pruebas de los hechos. En concordancia con los dos 
puntos anteriores, es necesario procurar que el juez popular pueda asumir un 
papel más proactivo, particularmente en los casos de protección a la moralidad 
administrativa, de manera que la prosperidad de la acción no dependa 
exclusivamente de la actividad ejercida por el actor popular. Esto adquiere 
especial relevancia teniendo en cuenta que se busca protege el interés del 
colectivo social y no un derecho de carácter subjetivo.  
Adicionalmente, se considera importante el diseño de mecanismos que 
permitan al juez hacer un seguimiento efectivo al cumplimiento de los fallos, 
pues lo que se evidencia es que a pesar de que en muchos casos se ordena la 
protección del derecho colectivo a la moralidad administrativa, en la práctica, es 
difícil lograr el cumplimiento del fallo. En este sentido, el juez podría estar 
encargado no sólo de decidir sobre la vulneración o amenaza al derecho 
colectivo, sino también de garantizar el efectivo cumplimiento de la decisión 
judicial adoptada. En los casos estudiados queda claro que la figura del incidente 
de desacato o el establecimiento de un comité de seguimiento del fallo no son 
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suficientes para garantizar el cumplimiento del mismo, particularmente cuando 
se trata de obtener la devolución de sumas de dinero.  
 
 Tendencia de supresión de las acciones populares: en los últimos años ha 
existido una tendencia a limitar el ejercicio de las acciones populares y la 
concesión de los incentivos establecidos para las mismas. Han sido varias las 
iniciativas que buscan la supresión de este mecanismo, y aunque hasta el 
momento ninguna ha prosperado, se considera importante hacer un llamado a 
las instancias pertinentes para que en lugar de propender por imponer límites o 
eliminar la acción popular del ordenamiento jurídico, procedan a proponer 
reformas que permitan su fortalecimiento.  
 
Como ya se señaló, el derecho colectivo a la moralidad administrativa se ve 
amenazado por lo dispuesto en el proyecto de Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo que cursa en el Congreso de 
la República y en su artículo 141 prohíbe al juez popular anular un acto o contrato 
mediante el cual se hayan vulnerado derechos o intereses colectivos.   
 
Se reitera que en la eventualidad en que se apruebe la disposición mencionada, 
se dificultaría aún más la protección del derecho colectivo a la moralidad 
administrativa, debido a que la vulneración al mismo se deriva en la mayoría de 
ocasiones de un acto administrativo o un contrato.  
 
En suma, imponer la restricción al juez para declarar la nulidad de los actos 
administrativos y contratos en virtud de los cuales se generó la transgresión a la 
moralidad administrativa, implica cercenar la posibilidad de una protección real 
del derecho por vía de acción popular, hecho que va en detrimento de la 
filosofía que inspiró la creación de estas acciones, que es brindar la posibilidad a 
cualquier ciudadano de acudir a la jurisdicción para defender los derechos 
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colectivos y fortalecer el principio de democracia participativa incluido en la 
Constitución Política.  
 
En este sentido, es preciso generar una iniciativa desde la academia que permita 
exponer al poder legislativo el potencial que tiene el derecho colectivo a la 
moralidad administrativa y la necesidad de permitir que por vía de acción 
popular se pueda decretar la nulidad de actos administrativos o contratos. 
 
 
 
4.7 CONSIDERACIONES FINALES 
El estudio realizado permitió determinar los avances jurisprudenciales en materia de 
protección al derecho colectivo a la moralidad administrativa y los vacíos existentes 
que impiden la plena protección de este derecho colectivo por vía de acción popular.  
 
En este contexto, es pertinente continuar monitoreando la jurisprudencia al respecto 
debido a que desde la entrada en funcionamiento de los juzgados administrativos la 
competencia para conocer la segunda instancia de las acciones populares la ostentan 
los tribunales administrativos. Lo anterior podría generar cambios en la concepción del 
derecho colectivo a la moralidad administrativa, aunque lo deseable es que estos 
tribunales continúen el desarrollo jurisprudencial realizado por el Consejo de Estado 
sobre el particular y para ello se hace necesario monitorear el impacto que tendrá el 
mecanismo de revisión eventual de acciones populares que entró en vigencia en el año 
2009. 
 
Seguramente, en los restantes debates del proyecto de Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo se producirá una discusión 
importante entre quienes son partidarios de mantener las acciones populares en su 
estado actual y quienes buscan limitar su ejercicio hasta el punto de impedir que el juez 
popular pueda decretar la nulidad de actos administrativos o contratos que hayan 
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generado la vulneración de cualquier derecho colectivo, en especial de la moralidad 
administrativa que guarda estrecha relación con el recto proceder de las instituciones 
estatales.  
 
Finalmente, es preciso recordar que la acción popular por vulneración del derecho 
colectivo a la moralidad administrativa se perfila como un instrumento importante en 
materia de lucha contra la corrupción, razón por la cual es indispensable trabajar en la 
creación del ambiente político necesario para lograr la aprobación de iniciativas 
tendientes a fortalecer esta institución jurídica.  
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